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INTRODUCCIÓN 
 
 
Con esta investigación pretendemos demostrar que así no exista gratuidad 
en la prestación de los servicios públicos, desde el punto de vista legal, si es 
posible que los sujetos de especial protección constitucional, pueden 
acceder al servicio público de agua potable sin haber efectuado el pago, 
aunque esto signifique que la empresa de servicios públicos, no les preste el 
servicio en las mismas condiciones en que se le prestaría a la persona que 
paga normalmente el consumo facturado, pero, se les garantiza proveerse 
de cantidades mínimas indispensables de agua potable para su 
supervivencia y tener una vida digna. 
 
 
De la misma manera, esta investigación sirve para que los usuarios del   
servicio público de agua potable, conozcan que la jurisprudencia ha venido 
reconociendo el derecho fundamental al mínimo vital de agua potable y le ha 
establecido ciertas cargas a las empresas prestadoras de este servicio en 
beneficio de los sujetos especialmente protegidos por la Constitución y que  
no tienen capacidad de pago. 
 
 
Es muy importante tener conocer la línea jurisprudencial de la Corte 
Constitucional,  porque inicialmente,  en la Sentencia T-546 de 2009, se 
indicó que la protección no podía otorgarse cuando se  conectara 
ilegalmente, pues esto les haría perder el beneficio del mínimo vital; sin 
embargo,  en la Sentencia T-928 de 2011, indicó que la protección 
constitucional procede incluso si el usuario se reconectó ilegalmente. 
 
 
La Corte Constitucional, en varias providencias, ha manifestado que existen  
situaciones de vulnerabilidad,  las cuales deben ser probadas por quien 
pretenda que  se le brinde la prestación del servicio de agua potable   por ser 
sujeto de especial protección y que cumpla las condiciones establecidas 
para que se le garantice el mínimo vital de agua potable,  sin afectar los 
derechos fundamentales,  estando en mora en el pago de la prestación del 
servicio;  estableciendo así,  excepciones a la  onerosidad de los servicios 
públicos. 
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1. EL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
 
1.1. PROBLEMA DE INVESTIGACION 
 
 
¿Cuáles son los aspectos de tipo jurídico que impiden en Colombia, 
suministrar gratuitamente agua potable a sujetos especialmente protegidos 
por la constitución? 
 
 
¿Cuáles son los aspectos de tipo administrativos que impiden en Colombia, 
suministrar gratuitamente agua potable a sujetos especialmente protegidos 
por la constitución? 
 
 
¿Cuáles son los aspectos de tipo económicos que impiden en Colombia, 
suministrar gratuitamente agua potable a sujetos especialmente protegidos 
por la constitución? 
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2. HIPOTESIS 
 
 
Al ser Colombia un Estado Social de Derecho, el Estado y la Sociedad se 
encuentran en la obligación de procurar que los sujetos de especial 
protección constitucional, cuenten con herramientas y medios necesarios 
para mejorar su calidad de vida y superar su situación de debilidad 
manifiesta.   Las Empresas Prestadoras del  Servicio Público de Agua 
Potable,  deben  garantizar el servicio en las cantidades requeridas para 
tener una vida digna sin vulnerar derechos fundamentales,  aunque la 
Legislación Colombiana contemple que se debe suspender el servicio sin 
superar tres períodos de facturación sin cancelar. 
 
 
La Ley 142 de 1994, estableció que no habrá gratuidad en la prestación de 
los  servicios públicos domiciliarios,  con el fin de que las Prestadoras fueran  
auto-sostenibles,  porque no pueden trabajar  a perdida y deben procurar 
recuperar los costos en los que incurren; sin embargo,  la Corte 
Constitucional en múltiples Sentencias,  ha manifestado que se debe 
garantizar un mínimo vital de agua potable a los sujetos de especial 
protección constitucional, que satisfagan sus necesidades básicas y le 
garanticen una vida digna y humana,  aunque el beneficiario no haya 
realizado el pago de las facturas en mora. 
 
 
En nuestra forma de ver, existen  razones económicas, jurídicas y 
administrativas que impiden el suministro de agua potable en forma gratuita 
a los sujetos de especial protección.  
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3. JUSTIFICACIÓN 
 
 
Con esta investigación,  se abordará  un tema de actualidad Nacional, 
relacionada con la prestación del servicio de agua potable,  a los sujetos de 
especial protección constitucional,  aunque presenten atraso en el pago de la 
facturación. 
 
 
La Corte Constitucional en varias sentencias, ha ratificado que los servicios 
públicos domiciliarios en Colombia no son gratuitos,  y que uno de los 
deberes del  usuario es  pagar oportunamente el costo por el servicio 
prestado,  y el atraso en el pago de la facturación sin que exceda de tres (3) 
períodos,  de acuerdo a lo estipulado en los Contratos de Condiciones 
Uniformes de la Prestadora, genera la suspensión del servicio,  hasta que el 
usuario se elimine la causa que lo generó y se asuma el costo de la 
reconexión. 
 
 
Sin embargo, la Corte Constitucional,  teniendo en cuenta las circunstancias 
particulares de algunas personas que acudieron por vía de tutela al 
restablecimiento del servicio de agua potable, y que no cuentan con recursos 
económicos para sufragar el precio del servicio de agua potable,  se 
pronunció,  estableciendo excepciones a la onerosidad del este servicio,  
pues en un Estado Social de Derecho,  prima el bienestar del individuo y se 
deben garantizar los derechos fundamentales, los cuales se pueden ver 
vulnerados,  por la falta del agua potable,  en los sujetos de especial 
protección constitucional. 
 
 
Identificar la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional,  relacionada con 
el mínimo vital de agua potable para los sujetos de especial protección, 
aunque no se haya efectuado el pago respectivo y establecer las 
excepciones a la norma que consagra la onerosidad del servicio,  pues su 
aplicación generará cambios en la forma de prestar el servicio en Colombia y 
obligará a realizar cambios en la Regulación y Reglamentación  del servicio 
público domiciliario de agua potable, para garantizar efectivamente el goce 
del derecho, porque la empresa de prestadora puede suspender el servicio 
de agua, y pasar a  suministrar cantidades mínimas a los sujetos de especial 
protección constitucional que satisfagan sus necesidades básicas y le 
garanticen una vida digna y humana.  
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4. OBJETIVOS 
 
4.1.  OBJETIVO GENERAL 
 
 
Determinar los aspectos de tipo jurídico, administrativos y económicos que 
impiden a las empresas prestadoras del servicio de agua potable  
suministrar gratuitamente en Colombia,  el servicio a sujetos especialmente 
protegidos por la constitución. 
 
4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 
• Establecer cuáles son las razones jurídicas que impiden en Colombia 
suministrar gratuitamente agua potable a sujetos especialmente 
protegidas por la constitución. 
 
• Identificar los aspectos administrativos que impiden suministraren 
nuestro país, gratuitamente agua potable a sujetos especialmente 
protegidos por la constitución 
 
• Determinar factores económicos que impiden a las empresas 
prestadoras del servicio de agua potable, suministrar gratuitamente el 
servicio  a sujetos especialmente protegidos por la constitución 
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5. RESULTADOS ESPERADOS 
 
 
• Identificar  las excepciones que la Corte Constitucional ha manifestado 
relacionadas con la prestación del servicio de agua potable en 
cantidades mínimas a los sujetos de especial protección y que no 
posean los medios económicos para asumir el costo del servicio en 
forma continua y permanente. 
 
 
• Analizar la línea Jurisprudencial de la Corte Constitucional,  para 
garantizar el mínimo vital de agua potable a los sujetos de especial 
protección constitucional en Colombia.  
 
 
• Establecer las limitantes que las empresas  prestadoras del servicio de 
agua potable tienen para suministrar el servicio en forma gratuita  a los 
sujetos de especial protección constitucional 
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1.  ESTADO DEL ARTE O ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 
En la Constitución Política colombiana, se establece que la prestación de los 
servicios públicos  domiciliarios es una actividad inherente a la finalidad 
social del Estado y que, por lo tanto, es su deber  asegurar su prestación 
eficiente a todos los habitantes. Para el ejercicio de este deber, el Estado 
tiene a su cargo la regulación, el control y la vigilancia de tales servicios. 
 
 
En Colombia, los servicios públicos domiciliarios pueden ser prestados 
directamente o  indirectamente por el Estado, por las comunidades 
organizadas o por los particulares; es decir, existe libre concurrencia en su 
prestación; sin perjuicio de lo anterior, el Estado puede reservarse la 
prestación de ciertos servicios públicos cuando éste los determine como 
estratégicos, caso en el cual, habrá lugar a indemnizar a las personas que 
queden privadas del ejercicio de dicha actividad. 
 
 
La Constitución establece que el Estado tiene, dentro de su objetivo 
fundamental, que dar prioridad a la solución de las necesidades 
insatisfechas de la población en materia salud, de educación, de 
saneamiento ambiental y de agua potable; razón por la cual, en los 
presupuestos de la Nación y de las entidades territoriales los gastos o rubros 
destinados para estos propósitos tienen prioridad sobre cualquier otra 
asignación. 
 
 
El derecho al agua entraña tanto libertades como derechos, ente los cuales   
comprenden el derecho a un sistema de abastecimiento y gestión del agua 
que ofrezca a la población iguales  oportunidades de disfrutar del derecho al 
agua. 
 
 
Desde la Constitución Política de 1991,  en el artículo 128 se estableció la 
prestación del servicio  a cambio de un precio en dinero, y mediante  
Sentencia C-493/97,  proferida por la Corte Constitucional,   se ha  hecho los 
siguientes pronunciamientos,     “-El carácter oneroso de los servicios 
públicos domiciliarios, los usuarios de los mismos y sus responsabilidades.   
Cabe destacar que tanto de la noción que del contrato de servicios públicos 
da le ley, como del régimen constitucional de los mismos, se desprende una 
11 
 
característica importante y es el carácter oneroso de esos servicios. Ya la 
Corte ha hecho énfasis en que pese a quedar "supérstite en pocos 
servicios", actualmente la idea de gratuidad ha sido abandonada, siendo los 
servicios públicos, por regla general onerosos y "surgiendo la obligación 
para las personas y los ciudadanos de contribuir al financiamiento de los 
gastos e inversiones del Estado, dentro de conceptos de justicia y equidad 
(numeral 9º artículo 95 y artículo 368 ibídem). 
 
 
En efecto, de conformidad con el artículo 128 de la ley 142 de 1994, la 
empresa presta los servicios públicos al usuario, "a cambio de un precio" y, 
de otra parte, la misma Constitución, tratándose de los servicios públicos 
domiciliarios, alude a un régimen tarifario que ha de tomar en cuenta criterios 
de costos, solidaridad social y redistribución de ingresos.  
 
 
En cuanto al tema de las excepciones a la onerosidad del servicio de agua 
potable en Colombia,  actualmente no se encuentran textos, ni 
investigaciones destacadas porque el tema únicamente ha sido abordado 
por la Corte Constitucional,  dando aplicación a los principios del Estado 
Social de Derecho,  siendo un tema de gran relevancia constitucional,  al 
pronunciarse a favor de los sujetos de especial protección,  con el fin de 
garantizarles la prestación del servicio aunque presente mora en el pago de 
la prestación del servicio de agua potable,  por lo tanto,  para el desarrollo de 
esta investigación,  se realizaron consultas en textos  relacionados con el 
tema de los servicios públicos domiciliarios,  y en especial en la 
jurisprudencia, la cual ha emitido grandes pronunciamientos al respecto,  
siendo las últimas Sentencias emitidas las mas enriquecedoras en cuanto a 
los  requisitos exigidos para poder acceder a dichas excepciones. 
 
6.2.  MARCO  TEÓRICO 
 
 
En la legislación colombiana referente a la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios, se estableció un modelo de  Empresas prestadoras 
que deben ser autosuficientes y no trabajar a perdidas,  deben cobrar un 
precio por la prestación del servicio,  y por ende quien presente atraso en el 
pago de la facturación sin exceder de tres (3) períodos, de acuerdo al 
término establecido por la Empresa prestadora en el contrato de condiciones 
uniformes,  se debe suspender el servicio de agua potable. 
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Sin embargo, la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la 
vulnerabilidad de  los derechos fundamentales, de los sujetos de especial 
protección, los cuales se ven afectados cuando la empresa prestadora de 
agua potable suspende el servicio,  por lo cual  se pretende identificar  las 
causas jurídicas, administrativas y económicas que impiden a las Empresas 
Prestadoras de este servicio,  suministrarlo en forma gratuita.     
6.3. MARCO JURÍDICO 
 
 
Organización de Estados Americanos. Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales – Protocolo de San Salvador, suscrito en San 
Salvador, El Salvador, el 17 de noviembre de 1988. 
 
 
Organización Panamericana de la Salud. Abastecimiento de agua y 
saneamiento,  un elemento de la atención primaria de salud. Programa de 
Salud Ambiental. Serie Técnica No.26, 1986. 
 
 
Organización Panamericana de la Salud. Desigualdades en el Acceso, Uso y 
Gasto con el Agua Potable en América Latina y el Caribe, Informe Técnico 
No.4 de febrero de 2001. 
 
 
Constitución Política de 1991. 
Ley 142 de 1994 
 
Concepto  477 de 2009 de la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios 
 
Sentencia T-614 de 2010. M.P. Dr. Luis Ernesto Vergara Silva 
 
Sentencia T-717 de 2010. M.P. Dra. María Victoria Calle Correa 
 
Sentencia T-546 de  2009 M.P.  Dra. María Victoria Calle Correa 
 
Sentencia T-928 de 2011. M.P. Dr. Luis Ernesto Vargas Silva 
 
 
Concepto 116 de 2012 e 2012  de la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios 
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7. ESTRATEGIA METODOLÓGICA 
 
7.1.  ENFOQUE 
 
7.1.1. Socio Jurídica 
 
 
Estudia el derecho en la vida social, en su práctica social, en el mundo 
material. Las investigaciones socio jurídicas están orientadas a estudiar la 
condicionalidad social del derecho, a los efectos de éste en la sociedad y a 
su eficacia como norma reguladora de relaciones sociales. 
7.1.2. Tipo de investigación 
 
Descriptiva Se describirá la situación que se presenta con el suministro de 
agua potable a personas de especial protección constitucional en Colombia,  
desarrollando un tema de la actualidad nacional. 
7.1.3.  Método de investigación 
 
Teórico  Inducción y Deducción 
De lo particular a lo general, pues se analizaran  los  fallos proferidos por la 
Corte Constitucional, en concordancia con lo contemplado en la Constitución 
y la ley, y así deducir  lo que  pasa en el país al respecto, haciendo análisis 
de la tendencia jurisprudencial,  determinando que se debe establecer de 
manera general las excepciones a la  onerosidad del suministro de ciertas 
cantidades de agua potable a la población vulnerable. 
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7.2. FUENTES DE RECOLECCIÓN DE LA INFORMACIÓN  
  
7.2.1. Fuentes Primarias 
 
 
Recolección de información por derechos de  petición a empresas de 
servicios públicos  que presten el servicio de agua potable.  
7.2.2. Fuentes Secundarias 
 
 
Constitución Política de Colombia,  Ley 142 de 1994 y Decretos 
Reglamentarios, Sentencias  de la Corte Constitucional y conceptos emitidos 
por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 
7.3.  INVESTIGACIÓN  MIXTA 
 
 
Porque es un proceso investigativo que implica recolección de información 
proveniente de empresas de servicios públicos prestadoras del servicio de 
agua potable;  análisis de Jurisprudencia  y articulación de la información 
obtenida para responder el planteamiento del problema. 
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8. SERVICIO PÚBLICO DE AGUA POTABLE EN COLOMBIA 
 
 
Colombia es un estado social de derecho y como tal tiene una 
responsabilidad frente a los ciudadanos los cuales  se hacen más evidentes 
en la prestación de los servicios públicos esenciales como lo es el agua 
potable para consumo humano. 
Es así como, la realización y la eficacia sustantiva del Estado Social de 
Derecho se mide por la capacidad de éste para satisfacer, a través de la 
prestación de los servicios públicos, las necesidades vitales de la población, 
mediante el suministro de concretas prestaciones que tiendan a ello y, 
consecuentemente, de lograr por esta vía la igualación de las condiciones 
materiales de existencia de las personas. La prestación del servicio tiene 
como destinatario a los usuarios, esto es, a quienes son titulares de dichas 
necesidades y demandan por consiguiente su satisfacción.1
El artículo 366 de la Constitución señala como finalidad social del Estado la 
obtención del bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de 
los habitantes. Asimismo, establece como objetivo fundamental de la 
actividad del Estado “la solución de las necesidades insatisfechas de la 
población”, en especial las “de salud, de educación, de saneamiento 
ambiental y de agua potable”. La Corte Constitucional ha resaltado que la 
satisfacción de la necesidad básica de agua potable es un objetivo 
fundamental, debido a que la supervivencia del ser humano está 
indisolublemente ligada a la posibilidad de gozar de ella. En ese sentido el 
agua potable, en cualquiera de sus estados, es un recurso natural 
insustituible, y al mismo tiempo es condición de posibilidad para el disfrute 
de otros derechos como la vida, la salud y la dignidad humana.
 
 
 
2
8.1. NOCIÓN DE SERVICIO PÚBLICO DE AGUA POTABLE 
 
 
 
 
En Colombia el régimen de los servicios públicos domiciliarios está 
contemplado en la Ley 142 de 1994, y en  Decretos Reglamentarios; el 
Legislador  estableció que los servicios públicos domiciliarios no son 
derechos fundamentales, sino que su  prestación es considerada como una 
                                                          
1.SALA PLENA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL Sentencia C-636/00.  31 de mayo de 2000.M.P. Antonio Barrera 
Carbonel 
2.SALA SEGUNDA DE REVISIÓN DE LA CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-546/09.  6 de agosto de 2009. 
M.P. María Victoria Calle Correa 
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actividad económica sustancial que determina la calidad de vida y el 
desarrollo de la sociedad.    
 
Sin embargo, la falta del servicio de acueducto y alcantarillado,  pueden 
vulnerar derechos fundamentales, por conexidad con el derecho a la vida y a 
la salud, y por lo tanto,  para garantizar  su prestación y disfrutar una vida 
digna, pueden ser tutelables.  
 
 
La Ley 142 de 1994, en su artículo 14.22 define el servicio público de agua 
potable en los siguientes términos: 
 
 
“Servicio público domiciliario de acueducto. Llamado también 
servicio público domiciliario de agua potable. Es la distribución 
municipal de agua apta para el consumo humano, incluida su 
conexión y medición. También se aplicará esta Ley a las 
actividades complementarias tales como captación de agua y 
su procesamiento, tratamiento, almacenamiento, conducción y 
transporte.” 
 
 
Teniendo en cuenta que cuando no se tiene acceso al servicio público de 
agua potable, se afecta la salud y se pone en peligro la vida de los seres 
humanos, el Estado debe garantizar el acceso universal y gratuito de 
cantidades mínimas a las personas especialmente protegidas por la 
Constitución, tales como: Niños, Ancianos, Mujeres embarazadas, Madres 
cabeza de familia, Enfermos, etc.,  que no cuenten con recursos económicos 
suficientes para pagar el suministro del servicios en condiciones normales. 
 
8.2. ASPECTOS QUÉ IMPIDEN SUMINISTRAR GRATUITAMENTE AGUA 
POTABLE A SUJETOS ESPECIALMENTE PROTEGIDOS POR LA 
CONSTITUCIÓN. 
 
 
Consideramos que existen barreras jurídicas, administrativas y económicas 
que impiden el suministro de agua potable gratuita en Colombia. 
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8.2.1.  Aspectos de Tipo Jurídico. 
 
 
La Constitución Política de 1991, en su artículo 367 estableció que los 
servicios públicos domiciliarios tendrán un régimen tarifario, lo que implica 
que constitucionalmente se consagra el requisito de la prestación del servicio 
a cambio de un precio. 
 
 
“ARTICULO 367.  La ley fijará las competencias y 
responsabilidades relativas a la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, 
y el régimen tarifario que tendrá en cuenta además de los 
criterios de costos, los de solidaridad y redistribución de 
ingresos.  
 
Los servicios públicos domiciliarios se prestarán 
directamente por cada municipio cuando las características 
técnicas y económicas del servicio y las conveniencias 
generales lo permitan y aconsejen, y los departamentos 
cumplirán funciones de apoyo y coordinación.  
 
La ley determinará las entidades competentes para fijar las 
tarifas.” 
 
 
En cumplimiento del mandato constitucional, la norma que limita de manera 
directa el suministro de agua potable gratuita es la misma la misma Ley 142 
de 1994, en los siguientes artículos: 
 
 
34.1 y 34.2, al prohibir las prácticas discriminatorias, incluyen el cobro de 
tarifas que no cubran los gastos de operación del servicio y la prestación 
gratuita. 
 
 
87.4, relacionado con la eficiencia financiera como uno de los criterios que 
se tienen en cuenta para definir la tarifa de los servicios. 
 
 
128, donde se estable la prestación del servicio  a cambio de un precio en 
dinero. 
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140, que obliga a la suspensión del servicio por la falta de pago al considerar 
que se incumple el contrato de servicios públicos;  y  
 
 
99.9,  en relación con los subsidios y en aplicación de los principios de 
solidaridad y redistribución dice que no existirá exoneración en el pago de 
los servicios, así: 
 
 
“Artículo  34. Prohibición de prácticas discriminatorias, 
abusivas o restrictivas. Las empresas de servicios 
públicos, en todos sus actos y contratos, deben evitar 
privilegios y discriminaciones injustificados, y abstenerse 
de toda práctica que tenga la capacidad, el propósito o el 
efecto de generar competencia desleal o de restringir en 
forma indebida la competencia. 
Se consideran restricciones indebidas a la competencia, 
entre otras, las siguientes: 
 
34.1. El cobro de tarifas que no cubran los gastos de 
operación de un servicio; 
34.2. La prestación gratuita o a precios o tarifas inferiores 
al costo, de servicios adicionales a los que contempla la 
tarifa” 
 
 
“Artículo 87. Criterios para definir el régimen tarifario. El régimen tarifario 
estará orientado por los criterios de eficiencia económica, neutralidad, 
solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia.  
 
 
87.1. (…) 
87.4. Por suficiencia financiera se entiende que las fórmulas de tarifas 
garantizarán la recuperación de los costos y gastos propios de operación, 
incluyendo la expansión, la reposición y el mantenimiento; permitirán 
remunerar el patrimonio de los accionistas en la misma forma en la que lo 
habría remunerado una empresa eficiente en un sector de riesgo 
comparable; y permitirán utilizar las tecnologías y sistemas administrativos 
que garanticen la mejor calidad, continuidad y seguridad a sus usuarios.” 
 
 
“ARTÍCULO 128. CONTRATO DE SERVICIOS PÚBLICOS. Es un contrato 
uniforme, consensual, en virtud del cual una empresa de servicios públicos 
los presta a un usuario a cambio de un precio en dinero, de acuerdo a 
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estipulaciones que han sido definidas por ella para ofrecerlas a muchos 
usuarios no determinados...” 
 
 
“Artículo 140. Modificado por el art. 19 de la Ley 689 de 2001. Suspensión 
por incumplimiento. El incumplimiento del contrato por parte del suscriptor o 
usuario da lugar a la suspensión del servicio en los eventos señalados en las 
condiciones uniformes del contrato de servicios y en todo caso en los 
siguientes: 
 
 
La falta de pago por el término que fije la entidad prestadora, sin exceder en 
todo caso de tres períodos de facturación, y el fraude a las conexiones, 
acometidas, medidores o líneas…” 
 
 
99.9. Los subsidios que otorguen la Nación y los departamentos se 
asignarán, preferentemente, a los usuarios que residan en aquellos 
municipios que tengan menor capacidad para otorgar subsidios con sus 
propios ingresos. En consecuencia y con el fin de cumplir cabalmente con 
los principios de solidaridad y redistribución no existirá exoneración en el 
pago de los servicios de que trata esta Ley para ninguna persona natural o 
jurídica. 
 
 
Igualmente, encontramos limitante en los Concepto emitidos por la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios que al vigilar las 
Empresas Prestadoras de Servicios Públicos y resolver los recurso de 
apelación interpuestos por los usuarios, aplica la ley 142 de 1994, por ende, 
se repiten las restricciones antes mencionadas y se impide el suministro 
gratuito del servicio; como ejemplo tenemos el Concepto Nº 477 emitido por 
la oficina jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
en el año 2009, en el cual manifestó lo siguiente: 
 
 
“…consideramos necesario efectuar las siguientes 
precisiones de carácter general, en cuanto al incumplimiento 
de las obligaciones previstas en el contrato de servicios 
públicos y en la ley por parte del suscriptor o usuario, que 
pasamos a exponer a continuación. 
Recordemos que si bien el artículo 365 de la Constitución 
Política de 1991, señala que los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado y que éste debe 
asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del 
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territorio nacional, ello no significa que la misma se haga en 
condiciones de gratuidad. 
Ciertamente, la misma norma Superior previó que la 
prestación de los servicios públicos y su régimen tarifario 
debían tener en cuenta, entre otros criterios, los de costos, 
solidaridad y redistribución de ingresos. (Art. 367 C.P). 
Al respecto, la Corte Constitucional ha dejado en claro que el 
criterio de costos es soporte esencial del régimen tarifario, 
"por lo que una racional determinación de los costos de las 
tarifas, mediante el aseguramiento de los activos de las 
entidades de servicio público, con el fin de garantizar su 
financiación, ajustando las tarifas a "los cambios en los 
costos reales" a fin de mantener el equilibrio económico-
financiero de la empresa y garantizar la cobertura futura de 
los servicios"(Corte Constitucional Sentencia C-580 de 1992 
MP Fabio Morón Díaz).  
Así mismo, en Sentencia T-064 de 1994, la alta Corporación 
dejó en claro que el régimen tarifario al que hace referencia el 
artículo 367 constitucional, pone de presente el carácter 
oneroso de los servicios públicos, aspecto sobre el que, de 
modo general, la Corte Constitucional consideró: 
 
 
“El tema de los servicios públicos comprende una de las 
materias de mayor sensibilidad en la opinión colectiva, sobre 
todo después del abandono del concepto de servicios 
públicos gratuitos que tantas expectativas causó en los 
comienzos del Estado Social de Derecho. Hoy en día esa 
gratuidad ha sido abandonada quedando supérstite en pocos 
servicios como la Justicia (Artículo 229 C.N.) o la educación 
(Artículo 67 C.N.), o la salud (Artículos 49 y 50 C.N.), de 
manera más o menos parcial. Actualmente los servicios 
públicos son onerosos, surgiendo la obligación para las 
personas y los ciudadanos de contribuir al financiamiento de 
los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de 
justicia y equidad (Numeral 8, Artículo 95 y Artículo 
368Ibidem)". (Se resalta) 
Por su parte, el legislador, en ejercicio de las atribuciones 
otorgadas por la Constitución, estableció en el régimen de 
servicios públicos domiciliarios, la improcedencia en la 
exoneración del pago de los servicios públicos (arts. 34 y 99 
de la Ley 142 de 1994), con el fin de articular todo el sistema 
de costos del régimen tarifario y evitar prácticas abusivas, y 
en procura de asegurar la aplicación de los principios de 
solidaridad y redistribución de ingresos en la adopción de las 
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fórmulas y prácticas del régimen de tarifas de los servicios 
públicos domiciliarios. Los citados artículos establecen las 
siguientes prohibiciones:  
 
 
34.2 “La prestación gratuita o a precios o tarifas inferiores al 
costo, de servicios adicionales a los que contempla la tarifa” 
99.9 “Los subsidios que otorgue la nación y los 
departamentos se asignarán, preferiblemente, a los usuarios 
que residan en aquellos municipios que tengan menor 
capacidad para otorgar subsidios con sus propios ingresos. 
En consecuencia, y con el fin de cumplir a cabalidad con los 
principios de solidaridad y redistribución de ingresos no 
existirá exoneración en el pago de los servicios de que trata 
esta ley para ninguna persona natural o jurídica”. 
En ese contexto, el incumplimiento de las obligaciones 
previstas en el contrato de servicios públicos y en la ley por 
parte del suscriptor o usuario, entre ellas el pago inoportuno 
del servicio, permiten a la persona prestadora suspender el 
servicio o proceder a su corte y dar por terminado el contrato.  
 
 
Esta facultad, y a su vez obligación de los prestadores, está 
prevista en los artículos 140 y 141 de la Ley 142 de 1994(2) y 
en su ejecución las empresas siempre deben garantizar y 
respetar el debido proceso a los usuarios. 
Pese a la claridad del texto normativo, debemos agregar que 
en caso de la suspensión del servicio por no pago de la 
factura, no se requiere adelantar ningún trámite especial por 
parte del prestador, basta con que se verifique que el usuario 
no pagó para que la empresa proceda a suspender el servicio 
de manera automática y, una vez el usuario haya eliminado la 
causa que dio lugar a la suspensión y cancele los gastos en 
que incurra la empresa para restablecer el servicio, cesará la 
interrupción del mismo.  
Durante la suspensión hay lugar al cobro de los costos 
económicos involucrados en garantizar la disponibilidad 
permanente del servicio para el usuario, independientemente 
del nivel de uso. 
En cuanto al corte del servicio y la terminación del contrato, la 
Corte Constitucional en sentencia SU-1010 de 2008, indicó 
que dicha posibilidad surge “cuando quiera que se presente 
incumplimiento del contrato de condiciones uniformes: (i) por 
un período de varios meses, (ii) en forma repetida, (iii) en 
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materias que afecten gravemente a la empresa o a terceros o 
(iv) cuando se presenten casos de acometidas fraudulentas.  
La norma prevé, además, dos casos en los que se presume 
que se produce una afectación grave de la empresa, las 
cuales se relacionan con (i) la mora en el pago de tres 
facturas de servicios y (ii) la reincidencia en una causal de 
suspensión dentro de un período de dos años, presunciones 
que son de carácter legal y por tanto desvirtuables. Así las 
cosas, es la propia ley la que se encarga de establecer los 
eventos en los cuales procede la terminación del contrato y el 
corte del servicio”… 
8.2.2. Aspectos de Tipo Administrativos  y Económicos. 
 
 
Para dar respuesta especialmente a estos dos interrogantes, formulamos 
derechos de petición a las siguientes empresas prestadoras del servicio 
público domiciliario de agua potable, a nivel nacional y les solicitamos 
resolver los mismos interrogantes objeto de nuestra investigación para así 
tener herramientas y poder deducir la aplicación de los principios 
constitucionales en la práctica; las empresas consultadas son: 
 
 
• Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. E.S.P. - Aguas y 
Aguas de Pereira 
• Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá – EAAB ESP 
• Centro Aguas de Tuluá – Valle del Cauca  
• Empresas Públicas de Medellín E.S.P. – EPM 
• Empresas Municipales de Cartago  S.A. E.S.P. – Emcartago 
• Empresa Multipropósito de Calarca S.A. E.S.P. 
• Empresas Públicas de Armenia E.S.P.- EPA 
• Acuaviva S.A. E.S.P.  de Palmira 
 
 
A las empresas se les  formularon las siguientes preguntas: 
 
 
¿Qué mecanismos utiliza la Empresa …. Para garantizar el servicio universal 
o acceso universal al derecho al agua potable a la población vulnerable? 
 
 
¿Cuáles son las razones jurídicas que impiden suministrar gratuitamente 
agua potable a sujetos especialmente protegidas por la constitución? 
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 ¿Cuáles son los aspectos administrativos que impiden suministrar 
gratuitamente agua potable a sujetos especialmente protegidos por la 
constitución? 
 
 ¿Cuáles son los aspectos económicos que impiden suministrar 
gratuitamente agua potable a sujetos especialmente protegidos por la 
constitución? 
 
 
Estas empresas además de argumentar las prohibiciones de índole jurídicas, 
manifestaron lo siguiente: 
 
 
EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A. 
E.S.P. - AGUAS Y AGUAS DE PEREIRA 
 
 
1. Es política fundamental de las empresas prestadoras, 
garantizar la prestación del servicio en aquellos sectores 
reconocidos con una alta vulnerabilidad, es por ello que en el 
Municipio de Pereira, se han diseñado un mecanismo para 
garantizar el suministro del servicio a estos sectores a través de 
las denominadas pilas públicas (sectores de invasión y 
construcciones irregulares), donde a pesar de operar un esquema 
tarifario de fácil acceso, la empresa no realiza inversiones 
cuantiosas en infraestructura técnica, el servicio sólo se lleva 
hasta la entrada de la comunidad y se factura a una sola cuenta, 
teniendo como base una lectura que arroja el instrumento de 
medida. 
 
 
PILAS PÚBLICAS: Es un esquema de facturación a través del 
cual se le suministra el servicio a una comunidad vulnerable 
asentada irregularmente en zonas de alta vulnerabilidad (zonas 
de invasión y zonas subnormales). 
FORMA DE OPERACIÓN DE LAS PILAS PUBLICAS: Se realiza 
a través de una sola cuenta o matricula, instalando un macro 
medidor el cual sirve de base para la tasación de los consumos 
mensuales a facturar, teniendo en cuenta que el 70% es 
subsidiado por El Estado, en este caso, por el Municipio de 
Pereira, el 30% restante es el pagado por las personas a las 
cuales se les presta el servicio, dividiendo el valor de la factura en 
partes iguales para cada uno de los usuarios. 
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De igual manera, tratándose de aquellos suscriptores como 
clínicas, guarderías, acilo de ancianos y enfermos terminales, una 
vez se compruebe que estos enfermos se encuentran 
desahuciados, se le suministra el respectivo servicio de agua 
potable, ya sea por medio de carro tanques o abriéndole por 
determinado tiempo la llave para el paso de agua.  
 
 
 2. Razones administrativas: 
De acuerdo a lo consagrado en la Constitución Política es el 
Estado quien debe garantizar el acceso a los servicios públicos 
esenciales, para ello se establecen planes y programas 
gubernamentales que garanticen la transferencia de los recursos 
necesarios para cubrir el déficit por los subsidios otorgados a los 
usuarios de sectores vulnerables, que en su mayoría pertenecen 
a los estratos 1, 2 y 3; con ello se garantiza suficiencia financiera 
de la empresa, pero sin dejar de lado la responsabilidad social 
que se debe tener con dicha población, es así como el municipio 
otorga los subsidios máximos autorizados por la Comisión de 
Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA), los 
cuales fueron aprobados mediante el Acuerdo Municipal 070 de 
Diciembre de 2010, donde al estrato 1 se le subsidia con el 70% y 
al estrato 2 con el 40% y el estrato 3 con 20% (Se adjunta reporte 
financiero acumulado año 2011). 
Razones Jurídicas que impiden suministrar gratuitamente el 
servicio a los sujetos especialmente vulnerables protegidos por la 
Constitución,  
Las empresas prestadoras deben recuperar los costos de 
inversión que les permite tener autosuficiencia financiera y por 
ende auto- sostenibilidad en la operación, de tal suerte que ésta 
conlleva una contraprestación económica, no recuperar las 
inversiones realizadas o incurrir en el suministro del servicio de 
manera gratuita, atenta contra la estabilidad empresarial y puede 
lesionar los intereses de un conglomerado, cuya carga no están 
obligados a soportar. 
La ley 142 de 1994, hace una ilustración suficiente del acápite de 
normas que regulan los aspectos tarifarios de las empresas 
prestadoras de servicios públicos en los artículos 87, 88, el 
Capítulo II consagra las formulas y prácticas de tarifas en los 
artículos 89, 90 y siguientes. El capítulo III habla sobre los 
subsidios, artículos 99 y 100 
 
 
En cuanto a razones económicas 
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Dentro del componente social mencionado, es el Estado el que 
debe garantizar el acceso a los servicios a sus administrados sin 
restricción alguna, las empresas prestadoras, en especial las 
constituidas como sociedades de economía mixta, tienen una 
responsabilidad comercial que propende por el mejoramiento del 
servicio a sus suscriptores, un componente de sus ingresos debe 
ser redistribuido en beneficio colectivo.” 
 
 
EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ – EAAB 
 
 
¿Qué mecanismos utiliza la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de 
Bogotá EAAB-ESP, para garantizar el servicio universal o acceso universal 
al derecho al agua potable a la población vulnerable? 
 
 
Frente al particular la Gerencia Corporativo de Planeamiento y 
Control mediante memorando interno 12100-2012-0020 del 10-
01-2012, señaló: 
“ (…) 
 
 
Los mecanismos que utiliza la Empresa para asegurar la 
cobertura universal de los servicios que ella presta incluyen 
principalmente: 
 
 
• Sostenibilidad financiera de la Empresa. Los niveles tarifarios 
aseguran la sostenibilidad financiera de la Empresa y así mismo 
la sostenibilidad de la prestación del servicio a los suscriptores 
actuales y a los suscriptores futuros contemplados en las 
proyecciones de demanda de la Empresa. 
 
• Mantenimiento de la capacidad de tratamiento, transporte y 
distribución de agua potable suficiente para atender la totalidad  
de la demanda y minimizar los niveles de racionamiento ante la 
ocurrencia de contingencias que puedan afectar la disponibilidad 
y capacidad de infraestructura existente. 
 
• Plan de inversiones en expansión de redes a barrios 
recientemente legalizados por la autoridad de planeación urbana. 
La Empresa prevé  proyectos de inversión en redes locales  de 
acueducto y alcantarillado  para los barrios que son legalizados 
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por la Secretaría de Planeación Distrital. De esta manera,  se 
asegura que la cobertura del servicio  sea universal incluyendo 
los nuevos barrios legalizados. 
 
• Prestación del servicio de acueducto en modalidad provisional 
para barrios aún no legalizados. Para los barrios que aún no se 
han legalizado, y que no están asentados en zonas de riesgo, la 
Empresa presta el servicio en forma provisional, a través de lo 
que  se denomina el ciclo de facturación provisional, o Ciclo I. 
Para la provisión del agua a estos barrios se utilizan redes de 
distribución provisionales y con acometidas a los predios de los 
usuarios sin medidores de consumo. Se factura un consumo 
medio presuntivo al cual se aplica la tarifa del cargo por consumo 
del estrato correspondiente, sin cobrar cargo fijo de acueducto. 
No se factura servicio de alcantarillado a los suscriptores del 
Ciclo I. 
 
 
¿Cuáles son las razones jurídicas que impiden suministrar gratuitamente 
agua potable a sujetos especialmente protegidas por la constitución? 
 
 
En primer término ha de tenerse en cuenta que artículo 128 de la 
Ley 142 de 1994 preceptúa: 
“(…) 
 
Artículo  128. Contrato de servicios públicos. Es un contrato 
uniforme, consensual, en virtud del cual una empresa de servicios 
públicos los presta a un usuario a cambio de un precio en dinero, 
de acuerdo a estipulaciones que han sido definidas por ella para 
ofrecerlas a muchos usuarios no determinados. 
Hacen parte del contrato no solo sus estipulaciones escritas, sino 
todas las que la empresa aplica de manera uniforme en la 
prestación del servicio. 
 
 
(…) 
De acuerdo a lo anterior, no existe duda alguna de la onerosidad 
de dicho contrato, en tanto que fue el propio legislador quien 
autorizó a las empresas de servicios públicos  para cobrar una 
tarifa al suscriptor  y/o usuario a cambio de  dicho servicio. 
A su turno la persona que celebra un contrato de prestación de 
servicios  públicos con la empresa prestadora, se sujeta a las 
condiciones previamente  definidas por la entidad prestadora del 
servicios en el contrato de condiciones uniformes, es decir igual 
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para todos sus usuarios y en el cual se establecen las 
condiciones de prestación del servicio público entre la empresa y 
el suscriptor y/o usuario, las condiciones uniformes que señalan 
los derechos y deberes para  las partes, las conductas que se 
consideran incumplimiento del contrato y que  son sancionables, 
los procedimientos para la práctica de visitas y la imposición  de 
sanciones, el trámite de peticiones quejas y recursos, clases de 
sanciones, plazos de entrega de la factura, causas de 
terminación del contrato, etc. 
 
 
Finalmente, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 142 de 
1994 “Por la cual se establece el régimen de los servicios 
públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones”,  en el 
Capítulo III regula el tema relacionado con los subsidios, 
señalando: 
 
 
“(…) 
ARTÍCULO  99. FORMA DE SUBSIDIAR. Las entidades 
señaladas en el artículo 368 de la Constitución Política podrán 
conceder subsidios en sus respectivos presupuestos de acuerdo 
a las siguientes reglas:. 
 
 
“(…) 
99.9. Los subsidios que otorguen la Nación y los departamentos 
se asignarán, preferentemente, a los usuarios que residan en 
aquellos municipios que tengan menor capacidad para otorgar 
subsidios con sus propios ingresos. En consecuencia y con el fin 
de cumplir cabalmente con los principios de solidaridad y 
redistribución no existirá exoneración en el pago de los servicios 
de que trata esta Ley para ninguna persona natural o jurídica.
  
Esta última expresión el fundamento legal que existe para afirmar 
que no es viable jurídicamente exonerar del pago de los servicios 
de acueducto y alcantarillado a persona alguna. 
 
 
Dadas las anteriores características, se puede concluir que no es 
gratuito, lo cual quiere decir que ninguna persona puede ser 
exonerada del pago del servicio, sin que medie justa causa para 
ello toda vez que el pago de la tarifa es elemento fundamental del 
contrato de prestación de servicios públicos, pues la empresa 
realiza inversiones e incurre en costos altos para prestar el 
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servicio. Y por tal razón es vital que recupere los recursos en que 
ha incurrido. 
 
Por su parte los usuarios tienen derecho a que la empresa preste 
el servicio en las mismas condiciones para todos los usuarios. 
Por eso, reiteramos que el contrato de servicios públicos es un 
contrato de condiciones uniformes. 
 
 
¿Cuáles son los aspectos administrativos y económicos que impiden 
suministrar gratuitamente agua potable a sujetos especialmente protegidos 
por la Constitución? 
 
 
La posibilidad dada por el legislador de efectuar el cobro  de una 
tarifa como  retribución del servicio prestado, garantiza y asegura 
la sostenibilidad y el equilibrio económico y financiero de las 
empresas prestadoras  de servicios públicos domiciliarios. De no 
ser así su operatividad correría graves riesgos, al  no existir 
garantías para una eficiente prestación del servicio, por su propio 
debilitamiento financiero. Además de ello, ese carácter oneroso 
de dicho contrato, incentiva la participación  de los particulares en 
el mercado de los servicios públicos, lo cual contribuye a la 
ampliación de la cobertura en la prestación del mismo. 
 
 
Aunado a lo anterior, en desarrollo del principio de solidaridad 
previsto en la Constitución Política, permite que el Estado pueda 
establecer políticas de orden social que faciliten la prestación de 
los servicios domiciliarios a las personas de escasos recursos 
económicos. 
 
 
Al efecto, el artículo 367 de la Constitución Política de Colombia 
señala: 
 
 
ARTICULO 367.  La ley fijará las competencias y 
responsabilidades relativas a la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, y el 
régimen tarifario que tendrá en cuenta además de los criterios de 
costos, los de solidaridad y redistribución de ingresos. 
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Los servicios públicos domiciliarios se prestarán directamente por 
cada municipio cuando las características técnicas y económicas 
del servicio y las conveniencias generales lo permitan y 
aconsejen, y los departamentos cumplirán funciones de apoyo y 
coordinación. 
 
 
La  ley determinará las entidades competentes para fijar las 
tarifas”.  
Por su parte, el artículo 87 de la Ley 142 de 1994, dispone: 
 
“(…) 
ARTÍCULO 87. CRITERIOS PARA DEFINIR EL RÉGIMEN 
TARIFARIO. El régimen tarifario estará orientado por los criterios 
de eficiencia económica, neutralidad, solidaridad, redistribución, 
suficiencia financiera, simplicidad y transparencia. 
 
 
87.1. Por eficiencia económica se entiende que el régimen de 
tarifas procurará que éstas se aproximen a lo que serían los 
precios de un mercado competitivo; que las fórmulas tarifarias 
deben tener en cuenta no solo los costos sino los aumentos de 
productividad esperados, y que éstos deben distribuirse entre la 
empresa y los usuarios, tal como ocurriría en un mercado 
competitivo; y que las fórmulas tarifarias no pueden trasladar a 
los usuarios los costos de una gestión ineficiente, ni permitir que 
las empresas se apropien de las utilidades provenientes de 
prácticas restrictivas de la competencia. En el caso de servicios 
públicos sujetos a fórmulas tarifarias, las tarifas deben reflejar 
siempre tanto el nivel y la estructura de los costos económicos de 
prestar el servicio, como la demanda por éste. 
 
 
87.4. Por suficiencia financiera se entiende que las fórmulas de 
tarifas garantizarán la recuperación de los costos y gastos 
propios de operación, incluyendo la expansión, la reposición y el 
mantenimiento; permitirán remunerar el patrimonio de los 
accionistas en la misma forma en la que lo habría remunerado 
una empresa eficiente en un sector de riesgo comparable; y 
permitirán utilizar las tecnologías y sistemas administrativos que 
garanticen la mejor calidad, continuidad y seguridad a sus 
usuarios. 
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En virtud de las anteriores disposiciones es claro que el cobro 
tarifario, es elemento indispensable no solo para garantizar la 
prestación del servicio, sino para la operatividad, viabilidad 
financiera y más importante aún, garantizar la cobertura a las 
personas de menores ingresos. 
 
 
Finalmente, cabe anotar que aún cuando no existe gratuidad del 
servicio, sí existen límites específicos dentro de los cuales deben 
operar las empresas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios, ya que deben “(…) abstenerse  de suspender el 
servicio cuando (…) “las personas perjudicadas son sujetos de 
especial protección constitucional”3
                                                          
3SALA PLENA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-150/03.  25 de febrero de 2003.  M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa 
” 
 
 
CENTRO AGUAS DE TULUÁ – VALLE DEL CAUCA 
 
 
Fundamentó sus respuestas así. 
 
 
“AL PRIMER INTERROGANTE. CENTROAGUAS S.A. ESP 
garantiza la prestación del servicio público que tiene a su cargo, 
dentro de la cobertura contractualmente establecida, y dentro de 
los términos exigidos por la Constitución bajo los índices de 
eficiencia, cobertura y continuidad del servicio 
 
 
AL SEGUNDO, TERCER Y CUARTO INTERROGANTE: El 
Capítulo 5, de la Constitución Política,  menciona claramente los 
deberes y obligaciones del ciudadano.  El Artículo 95.9 de la Carta 
Magna.  Menciona que toda persona está obligada a cumplir con 
la constitución y las leyes y que son deberes de la persona y del 
ciudadano contribuir  al financiamiento de los gastos e inversiones  
del estado dentro de los conceptos de justicia y equidad. Lo 
anterior en concordancia con el Artículo 367 de la Constitución 
Política Colombia.” 
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EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P. – EPM 
 
 
Con relación a los interrogantes,  informó lo siguiente: 
 
“…En relación con su planteamiento sobre garantizar el servicio o 
acceso universal al  derecho al agua potable, dicho acceso está 
definido constitucionalmente como una  finalidad del Estado y está 
reglamentado en la ley. 
 
 
Es así  como mediante el Acuerdo Municipal Nº 58 del 6 de 
agosto de 1955, transformado  por el Acuerdo Municipal Nº 69 del 
10 de diciembre de 1997, fue creada la empresa industrial y 
comercial del Estado, Empresas Públicas de Medellín E.S.P., en 
dicho acto  también se definieron su naturaleza jurídica, su objeto 
social y sobre todo que sus actuaciones se sujetarían a las 
reglamentaciones establecidas en la ley. Lo cual indica entonces, 
que posee derechos y obligaciones inherentes a su naturaleza. En 
consecuencia, y como  empresa prestadora de Servicios Públicos 
Domiciliarios, las Empresas Públicas de Medellín están regidas 
por la Ley 142 de 1994. 
En cuanto sus inquietudes sobre las razones  jurídicas, 
administrativas y económicas  que impiden suministrar el servicio 
de agua potable en forma gratuita a sujetos especialmente 
protegidos por la Constitución”, se le comunica que de acuerdo 
con la naturaleza jurídica  de las empresas prestadoras de 
servicios públicos y a lo expresado en el artículo 34 de la ley 142 
de 1994, el brindar el servicio de agua potable en forma gratuita 
es incurrir en prácticas totalmente contrarias a lo dispuesto en la 
normatividad vigente. 
 
 
La Sentencia T-055 de 2011 ilustra claramente los aspectos 
formulados en su escrito, así: 
 
 
Si bien la Constitución establece de manera expresa que los 
servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y 
que la eficiencia en su prestación es esencial, también es cierto 
que la Carta Política dispone que las condiciones de prestación de 
dichos servicios públicos se someterán al régimen jurídico que fije 
la ley (arts. 367 a 370). Es así como se expidió la Ley 142 de 
1994, modificada parcialmente por la Ley 689 de 2001. En virtud 
de estas normas se dictó el Decreto 302 de 2000 “por el cual se 
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reglamenta la Ley 142 de 1994, en materia de prestación de 
servicios públicos domiciliarios de acueducto y alcantarillado”. El 
citado Decreto en sus artículos 4° y 7° señala las condiciones que 
deben cumplir los usuarios para acceder a los servicios públicos 
de acueducto y alcantarillado. 
 
 
Dentro del marco jurídico constitucional de la figura de Estado 
Social de Derecho adoptada por la Constitución de 1991, el texto 
Superior dispuso en sus artículos 365 a 370 que los servicios 
públicos son factores esenciales y de gran importancia para 
materializar la función del Estado. Así, la eficiencia, la oportunidad 
y el mayor cubrimiento de los servicios públicos, son los medios 
más adecuados que tiene el Estado para asegurar el 
mejoramiento de la calidad de vida de todas las personas y dar 
solución a las necesidades básicas insatisfechas en materia de 
saneamiento ambiental y de agua potable, de tal suerte que 
muchos de los factores que regulan legalmente su prestación 
deben tener como consideración fundamental el interés social que 
ellos revisten. Es a partir de este criterio general de cubrimiento a 
toda la población que la misma Carta delegó en la ley, la función 
reguladora de tales servicios públicos, estableciendo que los 
mismos pueden estar a cargo del Estado de manera exclusiva o 
indirectamente por comunidades organizadas o por particulares. 
De esta manera, el Legislador cuenta con la libertad para regular 
todos los aspectos inherentes a los servicios públicos, que van 
desde la implementación de un esquema de competencia 
económica y libertad de empresa, pasando por la reglamentación 
de su esquema tarifario, así como por la forma en que se darán 
los subsidios a los estratos más pobres.  
  
 
Con todo, la razón de ser de los servicios públicos y la necesidad 
de su regulación por parte del Legislador se regirá siempre por la 
necesidad de  asegurar su prestación eficiente a todos
De los postulados consagrados en los artículos 365 a 370 de la 
Constitución, pueden deducirse estas características en relación 
con los servicios públicos: tienen una connotación eminentemente 
social en la medida en que pretenden el bienestar y mejoramiento 
de la calidad de vida de las personas,  y por ello deben ser 
prestados en forma eficiente; constituyen un asunto de Estado y 
 los 
habitantes del territorio nacional. Además, la jurisprudencia 
constitucional ha señalado lo siguiente: 
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por lo tanto pertenecen a la órbita de lo público, de ahí que deben 
ser prestados a todos los habitantes; (…). 
  
 
El contenido social de los fines del Estado se desarrolla de 
manera particular en los servicios públicos domiciliarios, en la 
medida en que se orientan a satisfacer las necesidades básicas 
esenciales de las personas. Por lo tanto, ‘la idea de tales servicios 
no puede concebirse en otra forma, teniendo en cuenta el 
inescindible vínculo existente entre la prestación de los mismos y 
la efectividad de ciertas garantías y derechos constitucionales 
fundamentales de las personas, que constituyen razón de la 
existencia de la parte orgánica de la Carta y de la estructura y 
ejercicio del poder público. Indudablemente, una ineficiente 
prestación de los servicios públicos puede acarrear perjuicio para 
derechos de alta significación como la vida, la integridad personal, 
la salud, etc.’[9]. Connotación esencial de estos servicios públicos 
que se consagró expresamente en el artículo 4° de la Ley 142 de 
1994, para efectos de lo establecido en el inciso primero del 
artículo 56 de la Carta.”[10] 
  
 
 Ahora bien, en cuanto a las características y elementos 
esenciales de los servicios públicos, la misma Constitución 
estableció preceptos que constituyen su fundamento esencial, 
siendo la solidaridad y el derecho a la igualdad los postulados que 
han de orientar su prestación, teniendo especial alcance en la 
aplicación proporcional de un régimen tarifario preferente o 
beneficioso respecto de los sectores sociales de bajos ingresos y 
asegurando con esta medida la garantía de principios de equidad 
y solidaridad (arts. 367 y 368 Superior). 
  
 
 Además de estos factores que orientan la misma razón de ser de 
los servicios públicos, existen otros que deben entenderse 
integrados a las características de tales servicios, en cuanto 
medio propicio para asegurar el respeto y eficacia de otros 
derechos fundamentales. Ello implica el desarrollo de un entorno 
legal que fue esbozado a nivel constitucional y que conlleve (i) 
la calidad y la eficiencia del servicio público y su aptitud para 
satisfacer las necesidades básicas de los usuarios (art. 367 
Superior); (ii) la atención prioritaria de las necesidades básicas 
insatisfechas en materia de agua potable y saneamiento básico 
(art. 366 Superior), y (iii) la ampliación permanente de la cobertura 
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hasta que llegue a cobijar a todos los habitantes del territorio 
nacional (art. 365 Superior). 
  
 
De este modo, la universalidad en la prestación, la calidad del 
servicio y la continuidad del mismo no solo aseguran la 
satisfacción de necesidades básicas insatisfechas en lo 
concerniente a servicios públicos, sino que además constituyen la 
base fundamental para la garantía de otros derechos 
fundamentales como la vida en condiciones dignas y la salud. En 
este sentido, la Corte consideró lo siguiente: 
  
 
“… la eficiencia, la continuidad y la universalidad de la cobertura 
de los servicios públicos son fines legítimos y, además, 
constitucionalmente importantes para el logro del bienestar y el 
mejoramiento de la calidad de vida de la población y para la 
realización de los fines del Estado Social de Derecho. En efecto, 
tal como lo establece el artículo 365 Superior, el Estado debe 
asegurar que la prestación de los servicios públicos sea eficiente 
en todo el territorio nacional. Por su parte, el artículo 367 
constitucional, junto con el artículo 365, resaltan el deber del 
Estado de garantizar la universalidad de la cobertura y la calidad 
en la prestación de los servicios públicos domiciliarios. 
Igualmente, de conformidad con el artículo 366 de la Carta, la 
satisfacción de las necesidades básicas insatisfechas en materia 
de saneamiento básico y de agua potable es un objetivo 
fundamental de la actividad del Estado, y está orientado a la 
consecución de los fines sociales del Estado.” 
  
 
De esta manera, es claro que el Estado asegura la consolidación 
de uno de sus fines sociales al confirmar la importancia de la 
eficiencia y la universalidad en la prestación de tales servicios; 
procurando la solución a las necesidades mínimas insatisfechas 
de salud, educación, saneamiento ambiental y agua potable; y 
ratificando la universalidad en la cobertura y calidad en la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios, sin olvidar los 
principios de solidaridad y redistribución del ingreso en el 
cubrimiento de los costos que implica la prestación de dichos 
servicios públicos.[13] 
  
 
El agua potable como derecho fundamental. Evolución 
jurisprudencial 
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 Desde sus inicios la Corte ha considerado que en virtud a lo 
dispuesto por la Constitución en el artículo 366, permitir el acceso 
al agua potable y al saneamiento básico, además de ser un 
objetivo fundamental como Estado Social de Derecho y un medio 
para asegurar el desarrollo y realización de necesidades básicas 
insatisfechas, ha adquirido la connotación de derecho 
fundamental para todas las personas. 
  
 
El agua potable como derecho de todas las personas ha sido 
ampliamente contemplado en los tratados internacionales. En 
efecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
mediante la Observación 15 de 2002, dijo que en tanto “el agua es 
un recurso natural limitado y un bien público fundamental para la 
vida y la salud”, es una “condición previa para la realización de 
otros derechos humanos”, por ello los Estados deben implementar 
las medidas adecuadas para garantizar la eficacia de los 
derechos y libertades implícitos al agua, de tal forma que todas 
las personas puedan gozar en igualdad de condiciones del 
derecho a su suministro para suplir las necesidades alimenticias, 
agrícolas y tecnológicas, además que debe evitarse los cortes 
arbitrarios del suministro, e impedir la contaminación de los 
recursos hídricos para así disfrutar del derecho al agua. Así lo 
sostuvo: 
  
 
“Para lograr dichos objetivos, el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales dijo que el derecho al agua debe cumplir los 
siguientes elementos: i) debe ser adecuado a la dignidad, la vida y 
la salud humana, ii) el agua debe tratarse como un bien social y 
cultural y no como un bien económico, iii) el ejercicio del derecho 
al agua debe ser de tal forma que sea sostenible tanto para las 
generaciones actuales como para las futuras. 
  
 
“De igual manera, el Comité manifestó que aunque el adecuado 
ejercicio del derecho al agua varié en función de distintas 
condiciones, de todas maneras deben aplicarse los siguientes 
factores: 
  
 
“a) La disponibilidad. El abastecimiento de agua de cada persona 
debe ser continuo y suficiente para los usos personales y 
domésticos. Esos usos comprenden normalmente el consumo, el 
saneamiento, la colada, la preparación de alimentos y la higiene 
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personal y doméstica. La cantidad de agua disponible para cada 
persona debería corresponder a las directrices de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS). 
  
 
“También es posible que algunos individuos y grupos necesiten 
recursos de agua adicionales en razón de la salud, el clima y las 
condiciones de trabajo. 
  
 
“b) La calidad. El agua necesaria para cada uso personal o 
doméstico debe ser salubre, y por lo tanto, no ha de contener 
microorganismos o sustancias químicas o radiactivas que puedan 
constituir una amenaza para la salud de las personas. Además, el 
agua debería tener un color, un olor y un sabor aceptables para 
cada uso personal o doméstico. 
  
 
“c) La accesibilidad. El agua y las instalaciones y servicios de 
agua deben ser accesibles a todos, sin discriminación alguna, 
dentro de la jurisdicción del Estado Parte. La accesibilidad 
presenta cuatro dimensiones superpuestas: 
  
 
“i) Accesibilidad física. El agua y las instalaciones y servicios de 
agua deben estar al alcance físico de todos los sectores de la 
población. Debe poderse acceder a un suministro de agua 
suficiente, salubre y aceptable en cada hogar, institución 
educativa o lugar de trabajo o en sus cercanías inmediatas. Todos 
los servicios e instalaciones de agua deben ser de calidad 
suficiente y culturalmente adecuados, y deben tener en cuenta las 
necesidades relativas al género, el ciclo vital y la intimidad. La 
seguridad física no debe verse amenazada durante el acceso a 
los servicios e instalaciones de agua. 
  
ii) Accesibilidad económica. El agua y los servicios e instalaciones 
de agua deben estar al alcance de todos. Los costos y cargos 
directos e indirectos asociados con el abastecimiento de agua 
deben ser asequibles y no deben comprometer ni poner en peligro 
el ejercicio de otros derechos reconocidos en el Pacto. 
  
 
iii) No discriminación. El agua y los servicios e instalaciones de 
agua deben ser accesibles a todos de hecho y de derecho, 
incluso a los sectores más vulnerables y marginados de la 
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población, sin discriminación alguna por cualquiera de los motivos 
prohibidos. 
  
 
iv) Acceso a la información. La accesibilidad comprende el 
derecho de solicitar, recibir y difundir información sobre las 
cuestiones del agua”.  
  
 
Ahora bien, en sentencia T-389 de 2009 la Corte recordó el 
detallado análisis hecho en la sentencia T-888 de 2008, en la que 
se expusieron los diferentes criterios jurisprudenciales 
concernientes al acceso al agua potable como derecho y su 
connotación de fundamental cuando la misma es para consumo 
humano. 
  
 
Esa decisión inicia recordando que el agua apta para consumo 
humano es un derecho fundamental y que el servicio de 
acueducto como medio para acceder al agua potable es 
igualmente esencial. En efecto, se sostuvo que “el agua potable 
constituye un derecho fundamental que hace parte del núcleo 
esencial del derecho a la vida en condiciones dignas cuando está 
destinada al consumo humano. En esa línea, entonces, la Corte 
ha dicho que el derecho al agua puede protegerse por medio de la 
acción de tutela cuando contribuye a la vida, la salud y salubridad 
de las personas, pero no lo es cuando está destinada a otras 
actividades, tales como la explotación agropecuaria o a terrenos 
deshabitados.”  
  
 
Así, ese derecho de acceso al agua potable es aplicable incluso a 
aquellos particulares que de una u otra manera restringen o 
limitan el acceso a este preciado líquido a otras personas, en cuyo 
caso también son amparables los derechos fundamentales de 
estas últimas que se ven privadas del acceso a este servicio y 
elemento esencial para la vida humana.” 
 
  
EMPRESAS MUNICIPALES DE CARTAGO  S.A. E.S.P. – EMCARTAGO 
 
En forma muy general,  fundamentó su repuesta así: 
 
“…La Empresa Municipales de Cartago ESP, aplica el contenido 
de la Ley 142 de 1994 en concordancia con la carta Política y 
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demás normatividad vigente, quienes definen, aplican y dan 
cumplimiento a la necesidad del usuario tanto local como 
nacional. 
“Artículo 189 de la Ley 142 de 1994. Vigencia: Salvo cuando ella 
disponga otra cosa, esta ley rige a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial.” 
 
 
De esta manera se da trámite a su petición…” 
 
 
EMPRESA MULTIPROPÓSITO DE CALARCA S.A. E.S.P. 
 
 
De acuerdo a los interrogantes,  suministró la siguiente información: 
 
 
“… La Empresa Multipropósito de Calarcá S.A. ESP., es una 
empresa prestadora de servicios públicos domiciliarios, de 
naturaleza especial, regida por la ley 142 de 1994 y por las 
normas del derecho privado, en atención a ello, la responsabilidad 
de regular los servicios de abastecimiento de agua  en el ámbito 
nacional recae en dos instituciones independientes: La Comisión 
de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA) 
quien define los criterios que rigen la prestación eficiente de los 
servicios y establece las normas de revisión  de tarifas, pero no 
está a cargo de controlar la aplicación de estas normas. Esto 
último es responsabilidad de la Superintendencia de Servicios 
Públicos (SSPD), un ente regulador multisectorial. 
 
 
Al respecto, tal y como lo estableció la Sentencia T 614 de 2010, 
al manifestar que La Corte Constitucional en sentencia C-493 de 
1997, expresó que “Los servicios públicos domiciliarios son una 
especie del género servicios públicos y se caracterizan, en líneas 
generales, por llegar al usuario mediante un sistema de redes 
físicas o humanas con puntos terminales en las viviendas y sitios 
de trabajo, y por cumplir la finalidad específica de satisfacer las 
necesidades esenciales de las personas. Bajo esta categoría, la 
ley 142 de 1994, que se ocupa de su régimen, ha agrupado los 
servicios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, 
telefonía pública básica conmutada, telefonía móvil rural y 
distribución de gas combustible.” 
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En efecto, mediante la Ley 142 de 1994 el Legislador estableció el 
régimen aplicable a la  prestación de los servicios públicos 
domiciliarios, en el marco de las disposiciones de dicha Ley y  de 
conformidad con los artículos 365 a 370 de la Constitución, se 
puede concluir que los servicios públicos domiciliarios se 
caracterizan por (i) tener una connotación eminentemente social 
dado que pretenden el bienestar y mejoramiento de la calidad de 
vida de las personas y, en consecuencia, deben ser prestados en 
forma eficiente; (ii) constituir un derecho en cabeza de todos los 
habitantes del territorio nacional, comoquiera que su prestación es 
una  función del Estado; (iii) tener en cuenta los criterios de 
costos, solidaridad y redistribución de ingreso para la definición de 
las tarifas; (iv) la vigilancia, control y regulación de su prestación 
corresponde al Estado; (v) su prestación es descentralizada pues 
fundamentalmente es responsabilidad de las entidades 
territoriales; y, (vi) “el pago de los subsidios a los estratos pobres 
involucra recursos de la Nación y de las entidades territoriales.” 
 
 
4.3 Ahora bien, en concordancia con las facultades previstas para 
el efecto, mediante la Ley en comento el Legislador estableció el 
derecho en cabeza das empresas que prestan servicios públicos 
domiciliarios de percibir  de parte de los usuarios una 
contraprestación por su actividad. De  hecho, el artículo 128 de la 
142 de 1994 señala que el contrato de prestación de servicios 
públicos domiciliarios es aquel    “en virtud del cual una empresa 
de servicios públicos los presta a un usuario a cambio de un 
precio en dinero, de acuerdo a estipulaciones que han sido 
definidas por ella para ofrecerlas a muchos usuarios no 
determinados.” 
 
 
4.4 En este sentido, el parágrafo único del artículo 130 de la Ley 
142 de 1994 prevé el deber de las empresas de servicios públicos 
domiciliarios de suspender el servicio cuando el usuario incumple 
su obligación de pagar oportunamente los períodos facturados 
dentro del término previsto en el  contrato. Al respecto, la Corte 
Constitucional  ha señalado  que el cobro que realizan las 
empresas  de servicios públicos, así como la suspensión de éstos 
en caso de incumplimiento en el pago  tienen respaldo en el 
principio de solidaridad, comoquiera que esos mecanismos 
buscan  el sostenimiento financiero de esas empresas y 
constituyen un medio para la realización de la  finalidad social del 
Estado en este ámbito según el artículo 365 de la Constitución. 
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Sobre el particular, en la sentencia T-881 de 2002, esta 
Corporación precisó: 
“La Sala considera que, en el ámbito de los servicios públicos, 
recargar o imponer toda la responsabilidad al particular encargado 
de su prestación, resulta contrario a la Constitución. Para la Sala 
es claro que la posibilidad de prestación efectiva de los servicios 
está condicionada a la viabilidad financiera de las empresas 
privadas o públicas encargadas de su prestación, de tal forma que 
la reiteración de prácticas ilegales de no pago deterioran no sólo 
el interés económico de las empresas, reflejado en la 
depauperización (sic) de su patrimonio, sino que pueden incluso 
conducir al colapso de las mismas y por esta vía a la imposibilidad 
material de la prestación general del servicio público. Nada más 
alejado de la finalidad social del Estado en términos del artículo 
365 de la Constitución. 
 
 
En consecuencia, el pago de las facturas correspondientes a la 
prestación de los servicios públicos por parte de los usuarios y 
directos beneficiarios se impone como un deber de rango 
constitucional, en tanto y en cuanto del mismo depende el normal 
funcionamiento de los mecanismos de solidaridad constituidos 
como  el sustrato irremplazable del sistema, y de cuya 
operatividad depende la prestación efectiva de los servicios 
públicos a todos los habitantes del territorio nacional. 
 
 
Si bien existe un consenso en el sentido de aceptar que los 
servicios públicos constituyen el principal instrumento mediante el 
cual el Estado realiza sus fines esenciales y pretende alcanzar la 
justicia material, tanto como que su prestación debe mantenerse 
en condiciones de eficiencia continuidad, regularidad y calidad, el 
propio principio de solidaridad impone la concurrencia tanto del 
Estado como  de la sociedad (el conjunto de usuarios de los 
servicios), para que directamente y mediante la ejecución 
cumplida de sus deberes y en especial el del pago individual, 
racional, estratificado y proporcional, se puedan realizar de 
manera plena, integral y universal aquellos mandatos 
constitucionales.” (Negrilla fuera del texto).     
 
 
4.5 Empero, aunque en principio la suspensión de los servicios 
públicos por incumplimiento en el pago de los períodos facturados 
es constitucionalmente válida, en reiterada jurisprudencia esta 
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Corporación ha señalado que la legitimidad de dicha suspensión 
debe ser analizada según los supuestos fácticos y jurídicos de 
cada caso. A juicio de la Corte, la no afectación de los derechos 
fundamentales de los usuarios como consecuencia de la 
interrupción del servicio es una consideración previa a su 
suspensión, en tanto permite determinar si una actuación en esta 
dirección se ajusta a la Carta (…) 
 
 
4.6 En síntesis, el cobro que realizan las empresas de servicios 
públicos, así como la suspensión de éstos en caso de 
incumplimiento en el pago, tienen respaldo en el ordenamiento 
jurídico y constituyen actuaciones legítimas a la luz del artículo 
365 de la Constitución. Sin embargo, en virtud de la prevalencia 
de los derechos fundamentales, dichas empresas deben 
abstenerse de suspender un servicio público esencial en caso de 
incumplimiento en el pago, cuando (i) las personas afectadas por 
esa medida sean sujetos de especial protección constitucional; (ii) 
se trate de establecimientos constitucionalmente protegidos en 
atención al servicio que prestan y las condiciones de 
vulnerabilidad e indefensión de sus usuarios; (iii) esté 
debidamente acreditado que se trata de usuarios que carecen de 
recursos económicos suficientes para sufragar el costo del 
servicio y (iv) se constate que el accionante no realizó conexiones 
fraudulentas a las redes de suministro. En todo caso, bajo estos 
supuestos fácticos, el juez de tutela ordenará adelantar todas las 
gestiones que sean conducentes para suscribir acuerdos de pago 
a fin cumplir con la obligación contraída con la empresa de 
servicios públicos, pues en concordancia con el principio de 
solidaridad, la reconexión del servicio en sede de tutela debe 
estar sujeta a la celebración de dichos acuerdos…”  
 
 
EMPRESAS PÚBLICAS DE ARMENIA E.S.P.- EPA 
 
 
Emitió respuesta a los interrogantes en forma general así: 
 
 
“…la Ley 142 de 1994 estableció el régimen de los servicios 
públicos en Colombia. 
 
Empresas Publicas de Armenia ESP, es una Empresa Industrial y 
Comercial del estado del orden municipal, que en la actualidad  
presta los servicios públicos  de acueducto,  alcantarillado y aseo 
42 
 
en el municipio de Armenia y su área de influencia , cuyas 
actividades empresariales se desarrollan de acuerdo a la 
constitución, la ley y demás  normas que rigen la materia. 
 
La ley 142 de 1994, estableció que el agua potable constituye un 
servicio público que  debe estar al alcance de toda población, pero 
haciendo la salvedad que el usuario  debe pagar por ello, creando 
un  régimen  de compensaciones (estructura tarifaria). 
 
Con relación al municipio de Armenia y su área de influencia, la 
EPA ESP garantiza el acceso de la población al servicio de 
acueducto y alcantarillado, aplicando el sistema de  subsidios 
decretado por el acuerdo municipal 022 de noviembre 18  de 2011, 
que  estableció para la vigencia 2012, subsidios para los estratos 
uno, dos, y tres, equivalente  para el estrato uno del 70%, el estrato 
dos del 40% y el tres del 15%, cumpliendo de esta  manera con el 
otorgamiento de subsidios a los usuarios  de menores ingresos, 
con cargo  al presupuesto del municipio, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 60/93 y 142/94…” 
 
 
ACUAVIVA S.A. E.S.P.  DE PALMIRA 
 
 
“… En relación con el contenido de la misma nos permitimos 
presentarle las siguientes consideraciones frente a cada una de 
sus preguntas: 
 
 
¿Qué mecanismos utiliza la empresa ACUAVIVA S.A. E.S.P. para 
garantizar el servicio universal o acceso universal al derecho al 
agua potable a la población vulnerable? 
 
 
Respuesta: ACUAVIVA trabaja de la mano del Gobierno Nacional y 
Local  y de las directrices dadas por la Superintendencia  de 
Servicios Públicos Domiciliarios para  garantizar el cumplimiento de 
este derecho. 
 
 
¿Cuáles son las razones jurídicas que impiden suministrar 
gratuitamente agua potable a sujetos especialmente protegidas por 
la constitución? 
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Respuesta: Las razones jurídicas que impiden el suministro gratuito 
del agua obedecen a que precisamente el gobierno a través de la 
Ley 142 de 1994 estableció: 
 
 
“99.9. Los subsidios que otorguen la Nación y los departamentos 
se asignarán, preferentemente, a los usuarios que residan en 
aquellos municipios que tengan menor capacidad para otorgar 
subsidios con sus propios ingresos. En consecuencia y con el fin 
de cumplir cabalmente con los principios de solidaridad y 
redistribución no existirá exoneración en el pago de los servicios de 
que trata esta Ley para ninguna persona natural o jurídica. 
 
 
(negrilla y subrayado fuera de texto) 
Artículo  34. Prohibición de prácticas discriminatorias, abusivas o 
restrictivas. Las empresas de servicios públicos, en todos sus actos 
y contratos, deben evitar privilegios y discriminaciones 
injustificados, y abstenerse de toda práctica que tenga la 
capacidad, el propósito o el efecto de generar competencia desleal 
o de restringir en forma indebida la competencia. 
Se consideran restricciones indebidas a la competencia, entre 
otras, las siguientes: 
 
 
34.1. El cobro de tarifas que no cubran los gastos de operación de 
un servicio; 
 
 
34.2. La prestación gratuita o a precios o tarifas inferiores al costo, 
de servicios adicionales a los que contempla la tarifa. (…) 
(negrilla y subrayado fuera de texto) 
¿Cuáles son los aspectos administrativos que impiden suministrar 
gratuitamente agua potable a sujetos especialmente protegidos por 
la constitución? 
 
 
Respuesta: La Ley 142 de 1994 ha establecido unos parámetros 
para la prestación del servicio  de acueducto y Alcantarillado que 
ningún prestador puede desconocer  y  por ello debemos remitirnos 
al siguiente artículo de la norma para dilucidar su  pregunta, pues el 
mismo establece: 
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87.4. Por suficiencia financiera se entiende que las fórmulas de 
tarifas garantizarán la recuperación de los costos y gastos propios 
de operación, incluyendo la expansión, la reposición y el 
mantenimiento; permitirán remunerar el patrimonio de los 
accionistas en la misma forma en la que lo habría remunerado una 
empresa eficiente en un sector de riesgo comparable; y permitirán 
utilizar las tecnologías y sistemas administrativos que garanticen la 
mejor calidad, continuidad y seguridad a sus usuarios. 
¿Cuáles son los aspectos económicos que impiden suministrar 
gratuitamente agua potable a sujetos especialmente protegidos por 
la constitución? 
 
 
Respuesta: La prestación del servicio de acueducto y alcantarillado 
contempla varios  factores como la captación, tratamiento, 
distribución y disposición del agua que  consumen los usuarios del 
servicio, estas actividades representan usos costos  altos  y por ello 
las empresas deben cobrar una tarifa, tarifa  aprobada por la Junta 
Directiva  de la empresa y que se construye siguiendo los 
parámetros indicados por la Comisión de Regulación de Agua 
Potable y Saneamiento Básico CRA, en la cual se incluyen todos 
estos aspectos, es por ello que el servicio no puede ser gratuito 
porque se deben garantizarlos costos de operación en que incurren 
las empresas para poder llevar hasta cada predio agua de buena 
calidad y apta para el consumo humano. 
 
 
Sobre esta materia  la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios ha sentado una posición jurídica, contenida entre 
otros, en el concepto SSPD-OJ-210-417, que indica: 
“En términos generales, el régimen de los servicios públicos no 
permite la exoneración en el pago de los servicios. En efecto, de 
conformidad con el numeral 99.9 del artículo 99 de la Ley 142 de 
1994, con el fin de dar cabal cumplimiento a los principios de 
solidaridad y redistribución de ingresos, no hay exoneración para 
ninguna persona natural o jurídica. 
Teniendo en cuenta lo anterior, se puede decir que la Ley 142 de 
1992, en el numeral 99.9, de manera expresa prohíbe exonerar del 
pago de los servicios públicos a cualquier persona natural o 
jurídica, con fundamento en los principios de solidaridad y 
redistribución de ingresos, pilares fundamentales del estado social 
de derecho consagrado en la Constitución Política de Colombia. 
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Al respecto, se pronunció la Corte Constitucional en sentencia C-
086 de 1998, en el sentido de indicar que “la prestación y cobertura 
de los servicios públicos, en general, y, en especial, de los 
domiciliarios (acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, 
telefonía pública básica conmutada, telefonía móvil rural, y 
distribución de gas combustible), está supeditada no sólo a la 
capacidad financiera, técnica y administrativa de las respectivas 
empresas, sino a la demanda y capacidad de pago de los usuarios. 
 
 
De esta manera, se encuentra pertinente indicar que los principios 
en mención están unidos el uno al otro, por cuanto el principio de 
solidaridad se predica de las personas que lo integran y la 
redistribución se basa en que el Estado, con el fin de apoyar a los 
menos favorecidos, debe alcanzar un equilibrio entre las personas 
con distintos niveles de ingresos económicos. Es así como, la Ley 
142 de 1994, concibió la figura de los subsidios buscando generar 
igualdad y proporcionalidad, para que, por un lado los sectores 
industrial y comercial, y los estratos 5 y 6 subsidien a los estratos 1, 
2 y 3, considerando que no pueden asumir los costos reales del 
servicio; y por el otro que el Estado por medio de su presupuesto 
destine recursos dentro del sistema de transferencias bajo el rubro 
de subsidios. 
 
 
Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 365 y 
367 de la Constitución Política, los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado y éste debe asegurar su 
prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, lo 
que conlleva a que la prestación del mismo implique un carácter 
oneroso, en razón a que se deben tener en cuenta, los criterios de 
costos, solidaridad y redistribución de ingresos, que se aplican al 
régimen tarifario. 
 
 
(…)” 
Así mismo lo manifestó el H. Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-041 de 2003 al declarar exequible el numeral 90.2 del 
artículo 90 de la Ley 142 de 1994, en los siguientes términos: 
 
 
“(…) El concepto de gratuidad de los servicios públicos ha sido 
abandonado en la Constitución Política de 1991 (art. 367) y ha 
surgido, en cabeza de los particulares, la obligación de contribuir 
en el financiamiento de los gastos en que incurra el prestador del 
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servicio dentro de los criterios de justicia y equidad (arts. 95, 367, 
368 y 369 C.P.). Para determinar los costos del servicio hay que 
tener en cuenta una serie de factores que incluyen no sólo el valor 
del consumo de cada usuario sino también los aspectos 
económicos que involucran su cobertura y disponibilidad 
permanente de manera tal que la prestación sea eficiente. 
Precisamente con tal fin la Constitución prevé que sea la ley la que 
fije no sólo las competencias y responsabilidades en la prestación 
de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y 
financiación, sino el régimen tarifario, en el cual se tendrán en 
cuenta los criterios de costos, solidaridad y redistribución de 
ingresos. 
 
 
Sobre el carácter oneroso de los servicios públicos, es importante 
recordar lo que la Corte dijo al respecto: 
 
 
(…) “La determinación de los costos de los servicios, implica la 
evaluación de un conjunto de factores que va desde la cobertura y 
oportunidad en su prestación hasta la eficiencia y clasificación de 
los distintos tipos de usuarios de los mismos. Si a esto se agrega la 
circunstancia de que para impulsar el desarrollo de un país, se 
requiere que sus habitantes dispongan de agua potable, energía 
eléctrica, medios de comunicación, etc., se aprecia la dimensión 
del esfuerzo del legislador a fin de conciliar la realidad con los 
objetivos de justicia social que se encuentran en el origen y 
justificación de la organización de los servicios públicos"(…)”. 
 
 
El Gobierno Nacional está trabajando actualmente en la expedición 
del nuevo marco  tarifario  y pretende que el mismo sea expedido 
en el año 2013, en este nuevo marco  se estudian alternativas para 
amparar y garantizar el derecho al agua, por lo anterior le 
recomendamos estar atenta a la expedición de este documento 
donde  seguramente podrá encontrar información al respecto.” 
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9. LINEA JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
 
La Corte Constitucional en reiteradas jurisprudencias, se ha pronunciado 
respecto a la necesidad de garantizar la prevalencia de los derechos 
fundamentales en cuanto al suministro de cantidades mínimas de agua 
potable a sujetos de especial protección. 
 
 
SENTENCIA T-614 DE 2010. M.P. DR. LUIS ERNESTO VERGARA SILVA 
 
 
En esta sentencia la Corte Constitucional al resolver la petición de una 
madre cabeza de familia de ocho hijos, cinco de ellos menores de edad, dijo: 
 
 
 “…En concordancia con lo indicado en el escrito de tutela, también 
se encuentra probado que como consecuencia del incumplimiento 
en el pago de las facturas, la Empresa Sanitaria del Quindío S.A. 
E.S.P. suspendió desde hace más de 16 meses el suministro del 
servicio de agua potable en el inmueble que habita la accionante y 
sus hijos. 
  
5.3.1 En primer lugar, como se indicó en los fundamentos jurídicos 
de esta sentencia, el derecho al agua potable destinada al 
consumo humano es un derecho fundamental, en tanto la 
limitación, negación o suspensión de ese bien lesiona gravemente 
la salud y el medio ambiente, así como las posibilidades de tener 
una vida digna. En ese sentido, el derecho al consumo de agua 
potable tiene rango fundamental y puede ser protegido por vía de 
tutela cuando el suministro de agua es requerido para el consumo 
humano y no para otras necesidades. 
  
En aplicación de esta regla, en el presente caso está demostrado 
que el agua potable exigida por la accionante y su núcleo familiar 
será destinada a su consumo personal, pues el inmueble objeto de 
la suspensión del servicio de acueducto es residencial. Es decir, en 
este caso está probado que la prestación del servicio de agua tiene 
por objeto la satisfacción de las necesidades de alimentación y 
salubridad de la actora y sus ocho hijos. En virtud de la 
jurisprudencia constitucional, ese propósito tiene pleno respaldo 
jurídico y hace procedente la acción de tutela interpuesta por 
vulneración de los derechos fundamentales al agua potable, la vida 
digna, la salud y el medio ambiente.  
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 Concluir lo contrario implicaría aceptar que una familia de nueve 
personas, cinco de ellas menores de edad, puede vivir dignamente 
y en un ambiente salubre sin el continuo suministro de agua 
potable. En criterio de la Sala, desde todo punto de vista, ese 
argumento resulta contrario a la Constitución y a la realidad, razón 
por la cual no puede ser acogido por esta Corporación.  
  
  
5.3.2 En segundo lugar, en las consideraciones generales de esta 
providencia la Sala también señaló que aunque la suspensión de 
los servicios públicos constituye una actuación legítima en caso de 
incumplimiento en el pago de las facturas, las empresas 
encargadas de su prestación deben abstenerse de adelantar dicho 
procedimiento cuando las personas afectadas por esa medida sean 
sujetos de especial protección constitucional 
  
Ahora bien, Ahora bien, como ya se indicó, la accionante es madre 
cabeza de familia de ocho hijos, cinco de ellos menores de edad. 
Por ello, en consideración de los artículos 13, 43 y 49 de la 
Constitución, la actora y sus menores hijos son sujetos de especial 
protección constitucional. En efecto, de acuerdo con el artículo 13 
Superior, “El Estado protegerá especialmente a aquellas personas 
que por su condición económica, física o mental, se encuentren en 
circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o 
maltratos que contra ellas se cometan.” En igual sentido, el artículo 
43 de la Carta dispone que “El Estado apoyará de manera especial 
a la mujer cabeza de familia.” Bajo este mismo criterio, en su 
artículo 44 la Constitución prevé que son derechos fundamentales 
de los niños, entre otros, la vida, la salud, la alimentación 
equilibrada, de modo que el Estado “tiene la obligación de asistir y 
proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y 
el ejercicio pleno de sus derechos.” 
  
Así, esta Sala concluye que en el presente caso corresponde 
aplicar el criterio jurisprudencial según el cual, en atención a la 
necesidad de garantizar la prevalencia de los derechos 
fundamentales, no es constitucionalmente admisible la suspensión 
de un servicio público esencial cuando esa actuación tenga como 
consecuencia el desconocimiento de los derechos fundamentales 
de sujetos especialmente protegidos. 
  
En este sentido, la Sala reitera que el incumplimiento en el pago de 
las facturas de un servicio público esencial como el agua potable 
no es una razón suficiente desde la perspectiva constitucional para 
suspender su prestación, cuando aquella está destinada al 
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consumo de personas que son sujetos de especial protección 
constitucional, tal y como ocurre en el presente caso.  
  
5.3.3 En tercer lugar, de acuerdo con lo sostenido en el 
fundamento jurídico número cuatro de esta sentencia, las 
empresas de servicios públicos deben abstenerse de suspender el 
suministro de éstos en caso de incumplimiento en el pago, cuando 
esté debidamente acreditado que se trata de usuarios que carecen 
de recursos económicos suficientes para sufragar de manera 
inmediata el costo del servicio. 
  
Esta Sala encuentra que el presente caso satisface el requisito 
reseñado, habida cuenta que de conformidad con el folio 33 del 
cuaderno 2, la accionante habita un inmueble clasificado en el 
estrato “2 BAJO”. Así mismo, porque según lo sostenido en el 
escrito de tutela, debido a su precaria situación económica, la 
actora ha tenido que pedir ayuda de sus vecinos y familiares para 
satisfacer las necesidades de su familia, pues carece de un empleo 
permanente. 
Entonces, en atención a la prueba indicada y dado que la entidad 
accionada no desvirtuó la afirmación hecha por la actora respecto 
de su difícil situación económica, esta Sala considera que se 
satisface el criterio jurisprudencial en mención y, en consecuencia, 
la empresa accionada debe abstenerse de suspender el servicio 
público de agua, comoquiera que la falta de recursos materiales no 
puede prevalecer sobre la eficacia de los derechos fundamentales 
invocados. 
  
5.3.4 Por último, esta Corte observa que de conformidad con las 
pruebas que obran en el expediente de tutela, la accionante no se 
reconectó fraudulentamente al servicio de agua potable, lo que 
constituye una razón más para conceder la protección 
constitucional solicitada. 
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SENTENCIA T-717 DE 2010. M.P. DRA. MARÍA VICTORIA CALLE 
CORREA 
 
 
La Corte Constitucional  al conocer la acción de Tutela interpuesta por la 
Abuela de en nombre de sus nietos menores y de su madre de sesenta y 
ocho (68) años que sufre múltiples quebrantos de salud, para que les fueran 
protegidos sus derechos fundamentales al agua potable, a la vida, a la salud 
y a la integridad física, la Corte dijo: “El incumplimiento consecutivo de 
las obligaciones de servicios públicos es en principio una justificación 
suficiente para suspender por completo el servicio. Sin embargo, en 
ciertos casos no lo es, y debe presumirse que no lo es cuando se 
produce en viviendas con personas clasificadas en el Sisben uno, 
donde hay sujetos de especial protección constitucional…” 
 
 
En esta misma sentencia la Corte llegó a las siguientes conclusiones: 
 
 
“… 48.1. Primera conclusión: las empresas de servicio públicos 
están habilitadas por regla general para suspender el servicio 
público de acueducto, ante incumplimiento de las obligaciones 
debidamente facturadas, en el número de veces y en las 
condiciones establecidas por la ley. 
 
 
48.2. Segunda conclusión: esa suspensión tiene al menos dos 
clases de límites, derivados de los derechos fundamentales, pues 
por una parte sólo puede practicarse con la observancia de la 
plenitud de formas del debido proceso, y por otra parte no puede 
tener lugar, ni siquiera si se respeta el debido proceso, cuando –
entre otras hipótesis- tiene como consecuencia “el 
desconocimiento de derechos constitucionales de sujetos 
especialmente protegidos” (sentencia C-150 de 2003). 
 
 
48.3. Tercera conclusión: todo usuario que pretenda la 
continuidad en la prestación de los servicios públicos, pese a la 
falta de pago, tiene al menos dos cargas. La primera carga es la 
de informar que (i) en su vivienda reside al menos un sujeto 
especialmente protegido (por ejemplo, un menor de edad, una 
persona gravemente enferma, o de la tercera edad), que (ii) la 
suspensión del servicio público puede aparejar el 
desconocimiento de los derechos constitucionales de ese sujeto, y 
que (iii) el incumplimiento de las obligaciones facturadas se debe 
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a circunstancias involuntarias, insuperables e incontrolables. La 
segunda carga es la de probar al menos la condición (i) –la 
presencia en el hogar de un sujeto de especial protección-. Pero, 
además, quienes no hayan sido clasificados en el nivel uno (1) del 
Sisben, deben probar la condición (ii) -que la suspensión del 
servicio público puede aparejar el desconocimiento de los 
derechos constitucionales de ese sujeto y la condición (iii) -el 
incumplimiento en el pago de las facturas se debe a 
circunstancias involuntarias, insuperables e incontrolables-. 
Porque en el caso de las personas que estén en las condiciones 
del nivel uno (1) de Sisben, las condiciones (ii) y (iii) deben ser 
presumidas y, por lo tanto, sólo puede procederse a la suspensión 
del servicio, si la empresa de servicios públicos a) desvirtúa esas 
presunciones o b) justifica de forma suficiente el corte del agua 
potable. Eso sí, no puede ser considerada como justificación 
suficiente la simple constatación del incumplimiento en el pago de 
servicios públicos. 
 
 
48.4. Cuarta conclusión: si efectivamente concurren (debido a la 
prueba o a la prueba y la presunción) las condiciones (i), (ii) y (iii), 
entonces la empresa de servicios públicos puede suspender la 
forma de prestar el servicio de acueducto, y pasar a suministrarle 
al usuario cantidades mínimas de agua potable a los sujetos de 
especial protección constitucional, que satisfagan sus 
necesidades básicas y le garanticen una vida verdaderamente 
digna y humana.  Sobre este particular, en la sentencia T-546 de 
2009 (MP. María Victoria Calle Correa), la Corte indicó lo 
siguiente: “con todo, esas cantidades mínimas deben ser fijadas 
por la Empresa deservicios Públicos, en consideración a la 
cantidad de personas que habiten en el domicilio y con sujeción a 
criterios aceptables desde el punto de vista de su capacidad para 
garantizar los derechosa la vida, la salud y la dignidad de los 
niños que habiten en ella. Sólo para efectos de ilustrar cómo 
pueden ser adoptadas esas medidas mínimas de agua potable, 
conviene señalar lo manifestado en el Informe del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos sobre el alcance y el contenido de las obligaciones 
pertinentes en materia de derechos humanos relacionadas con el 
acceso equitativo al agua potable y el saneamiento que imponen 
los instrumentos internacionales de derechos humanos. De 
acuerdo con este Informe, “[s]i bien incumbe a cada país 
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48.5. Quinta conclusión: si una persona reclama mediante tutela 
la reconexión al servicio de acueducto, pero está disfrutando de él 
a causa de una acometida adelantada mediante procedimientos 
irregulares, el amparo no tiene vocación de prosperidad ya que 
realmente ha desaparecido la insatisfacción de la necesidad 
básica de agua potable, que es la condición de posibilidad de un 
pronunciamiento estimativo del juez de tutela, a causa 
precisamente de un fraude al ordenamiento jurídico. Si, en 
cambio, se constata por ejemplo (i) que en la vivienda 
reconectada a la fuerza hay menores de edad (o sujetos de 
especial protección semejantes), (ii) que la negativa del juez de 
tutela a ordenar la reconexión tendría como consecuencia directa 
el “desconocimiento de [sus] derechos constitucionales”, (iii) que 
la desconexión que motivó el amparo se dio a causa de un 
incumplimiento en el pago de las facturas que pueda considerarse 
como involuntario, debido a circunstancias insuperables e 
incontrolables por los menores o por quienes cuidan de ellos y 
(iv)que los menores no cuentan con la posibilidad efectiva de 
disfrutar siquiera de cantidades mínimas de agua potable, el juez 
debe proteger adecuadamente la dignidad de los niños y tomar 
una decisión que no sacrifique por completo su derecho al 
consumo de cantidades mínimas de agua potable. 
 
 
48.6. Sexta conclusión: si una entidad del Estado decide proveer 
gratuitamente cantidades suficientes de agua potable a la 
población vulnerable, y en ella están involucrados quienes (i) van 
a ser suspendidos de los servicios públicos por incumplimiento de 
sus obligaciones contractuales, (ii)pero tienen el derecho a la 
continuidad en la prestación de ese servicio, debido a que son 
sujetos de especial protección constitucional y la suspensión 
puede aparejar el desconocimiento de sus derechos 
fundamentales, entonces la obligación de la empresa de servicios, 
de continuar con la prestación del servicio público de acueducto –
aunque de otra forma-, sólo cesa a partir del momento en el cual 
se produzca un relevo institucional, y la entidad estatal pueda 
garantizarle efectivamente, al sujeto especialmente protegido, 
cantidades de agua suficientes para el consumo humano cuando 
este lo requiera…” 
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SENTENCIA T-928 DE 2011. M.P. DR. LUIS ERNESTO VARGAS SILVA 
 
 
La señora Sandra Mildrey Bermúdez Hernández interpuso acción de tutela 
contra Empresas Públicas de Medellín E.S.P., por considerar que le están 
siendo vulnerados sus derechos a la vida, la salud, al saneamiento 
ambiental, a la integridad física, a una vida en condiciones dignas y, los 
derechos de los niños, quien afirmó ser desplazada, viuda, a cargo de cuatro 
hijos menores de edad, así como dos sobrinos, hijos de su hermana, en 
precaria situación económica, EPM, le suspendió el servicio de agua del 
tubo madre al inmueble que habitan, afectando así sus derechos al agua y a 
una vida en condiciones dignas 
 
 
La Corte Constitución  consideró: 
 
 
“21.1…la suspensión de los servicios públicos domiciliarios es un 
deber y un derecho de las empresas prestadoras, el cual deben 
efectuar cuando pasados dos periodos sucesivos de facturación el 
usuario no realice el pago correspondiente; no obstante, esto no 
podrá tener lugar si (i) se violan las garantías al debido proceso; (ii) 
aún cuando se respete el debido proceso pero se desconozcan 
derechos constitucionales de sujetos que merecen una especial 
protección constitucional, se impida el funcionamiento de hospitales 
u otros establecimientos igualmente protegidos o se afecten 
gravemente las condiciones de vida de toda una comunidad. 
 
 
24. En suma, de lo hasta aquí expuesto, se extrae que (i) el cobro 
de los servicios públicos domiciliarios persigue unos fines 
constitucionalmente válidos y se encuentra amparado por la ley; (ii) 
es un derecho y un deber de las empresas prestadoras de los 
servicios suspender el suministro del mismo, cuando han 
transcurrido dos periodos de facturación sucesivos en los que el 
usuario no haya efectuado el pago de lo debido; (iii) no resulta 
constitucionalmente aceptable realizar la suspensión del servicio 
cuando aún estando en mora, se verían afectados entre otros 
derechos fundamentales de sujetos en estado de vulnerabilidad, 
que merecen una especial protección constitucional; y (iv) los 
usuarios del servicio tienen el deber de informar a la empresa 
prestadora por lo menos el hecho de que con la suspensión del 
servicio se afectarían derechos fundamentales de personas 
especialmente protegidas y, que la falta del pago del mismo se 
debió a razones involuntarias o incontrolables 
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25. Con todo, al observarse que de acuerdo con las características 
especiales de cada caso particular, al encontrar cumplidos los 
requisitos que ha sentado la jurisprudencia constitucional frente a la 
imposibilidad de suspender el servicio aún cuando exista mora en 
el pago, lo que puede hacer la empresa es “cambiar [la forma] en 
que se suministra el servicio y ofrecerle al destinatario final unas 
cantidades mínimas básicas e indispensables, en este caso, de 
agua potable” 
 
 
36. En este punto, resulta relevante mencionar, que al encontrarse 
ante los sectores más vulnerables de nuestra sociedad, en los que 
los ingresos familiares no alcanzan el salario mínimo legal mensual 
vigente, es necesario contemplar la posibilidad de que las personas 
no se encuentren en la capacidad económica suficiente para saldar 
la deuda contraída con la empresa prestadora de servicios públicos 
domiciliarios aun habiendo sido ésta financiada. En estos casos, 
sigue siendo imperante garantizar a las personas y en especial a 
los sujetos de especial protección constitucional, una cantidad 
suficiente de agua, como mínimo para satisfacer las necesidades 
básicas de bebida, alimentación o preparación de alimentos, la 
limpieza y el saneamiento de las personas. En este sentido, la 
Organización Mundial de la Salud ha señalado que la cantidad 
necesaria para este fin es de “50 litros por persona al día.  
 
 
Con base en este parámetro fijado por dicha organización 
internacional, esta Corporación ha establecido que ante tal 
imposibilidad de sufragar los periodos de facturación adeudados, 
“la empresa de servicios públicos puede suspender la forma de 
prestar el servicio de acueducto, y pasar a suministrarle al usuario 
cantidades mínimas de agua potable a los sujetos de especial 
protección constitucional, que satisfagan sus necesidades básicas 
y le garanticen una vida verdaderamente digna y humana. 
 
 
En virtud de lo anterior, la Sala   consideró que Empresas Públicas 
de Medellín vulneró los derechos fundamentales de la señora 
Sandra Mildrey Bermúdez Hernández y de sus menores hijos, al 
haber suspendido de manera definitiva el suministro del servicio de 
agua potable en el inmueble en el que habitan  y en  caso de que la 
accionante manifestara y probara que no posee los recursos 
económicos para sufragar la deuda, Empresas Públicas de 
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Medellín debería  proceder a instalar un reductor de flujo que 
garantice por lo menos 50 litros de agua por persona al día, en el 
inmueble que habita la misma. 
 
 
El costo de ésta cantidad de líquido deberá ser asumido por la 
actora y, en todo caso para el cobro del mismo se deberá tener en 
cuenta su capacidad de pago, de manera que se le brinde a la 
señora Bermúdez la posibilidad de pagar en cuotas flexibles u otras 
alternativas, con el fin de garantizar el cumplimiento de las cuentas 
de facturación y se le advirtió a la EPM, que bajo ninguna 
circunstancia, incluyendo el incumplimiento de este último pago, 
podrá suspender completamente el suministro de agua potable a la 
accionante, de acuerdo con las consideraciones expuestas en la 
presente sentencia. 
 
 
 EPM deberá adelantar los trámites para llegar a un acuerdo de 
pago con la accionante a fin de que ésta pueda responder por su 
obligación contractual,  teniendo en cuenta la situación económica, 
de manera que no afecte su mínimo vital ni el de su núcleo familiar 
y se tenga en cuenta su capacidad de pago,  y si  demuestra que 
no  cuenta con los recursos económicos para sufragar la deuda, 
Empresas Públicas de Medellín deberá proceder a instalar un 
reductor de flujo que garantice por lo menos 50 litros de agua por 
persona al día, en el inmueble que habita la misma. El costo de 
ésta cantidad de líquido deberá ser asumido por la actora y, en 
todo caso para el cobro del mismo se deberá tener en cuenta su 
capacidad de pago, de manera que se le brinde a la señora 
Bermúdez la posibilidad de pagar en cuotas flexibles u otras 
alternativas, con el fin de garantizar el cumplimiento de las cuentas 
de facturación 
 
 
Sin embargo, se ADVIERTE a Empresas Públicas de Medellín, que 
bajo ninguna circunstancia, incluyendo el incumplimiento de nuevos 
periodos de facturación, podrá suspender completamente el 
suministro de agua potable a la accionante, de acuerdo con las 
consideraciones expuestas en la presente sentencia” 
 
 
Con base en las sentencias analizadas, y teniendo en cuenta que la  Corte,  
ha ido complementando la línea jurisprudencial,  pues en las primeras 
sentencias,  referentes al suministro del mínimo vital de agua potable,  
estableció como requisito que el sujeto especial protegido por la constitución,  
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no debía encontrarse reconectado irregularmente,  para poder solicitar tal 
beneficio,  sin embargo en la sentencia T-927 de 2011,  se desvirtúa tal 
concepto, y se afirma que se debe garantizar el mínimo vital de agua potable 
cuando el usuario demuestre que en el inmueble habitan sujetos 
especialmente protegidos y que no poseen actualmente los recursos 
económicos para sufragar el pago, en estos casos, es imperante garantizar 
una cantidad suficiente de agua, como mínimo para satisfacer las 
necesidades básicas,  para disfrutar una vida digna. 
 
 
La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios,  con el fin de dar 
respuesta a un interrogante planteado por un usuario,  relacionado con la 
imposibilidad de cortar el servicio de acueducto a usuarios que tienen niños 
menores de edad… emitió el siguiente concepto: 
 
 
CONCEPTO 116 DE 2012 
 
 
“… La regla general en el régimen de los servicios públicos 
domiciliarios, en cuanto a la suspensión y corte del servicio público 
domiciliario, consiste en que dadas las condiciones previstas en la 
Ley, (parágrafo del artículo 130 y artículos 140 y 141 de la Ley 142 
de 1994), la empresa está en la obligación de suspender y/ cortar 
el servicio público si es del caso. 
 
 
La regla general en el régimen de los servicios públicos 
domiciliarios, en cuanto a la suspensión y corte del servicio público 
domiciliario, consiste en que dadas las condiciones previstas en la 
Ley, (parágrafo del artículo 130 y artículos 140 y 141 de la Ley 142 
de 1994), la empresa está en la obligación de suspender y/ cortar 
el servicio público si es del caso. 
 
 
“La Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional, en 
revisión de Acción de tutela interpuesta por la Señora Carolina 
Murcia Otálora contra las Empresas Públicas de Neiva E.S.P. 
Referencia: expediente T-2259519, emitió la decisión T–546 del 06 
de agosto de 2009, conforme a la cual: 
 
 
“A juicio de la Sala, no en todo caso de incumplimiento es válido 
suspender los servicios públicos domiciliarios, en el sentido de 
cortar totalmente el suministro de los mismos. Si el incumplimiento 
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es involuntario u obedece a una fuerza insuperable; si, además, el 
domicilio a que se destinan está habitado por personas que 
merecen una especial protección constitucional; si el servicio es de 
aquellos indispensables para garantizar otros derechos 
fundamentales como la vida, la igualdad, la dignidad o la salud; y 
si, por último, se dan las condiciones establecidas en la ley para la 
suspensión, lo que debe suspenderse es la forma de prestar el 
servicio público. Es decir, debe cambiar la forma en que se 
suministra el servicio y ofrecerle al destinatario final unas 
cantidades mínimas básicas e indispensables, en este caso, de 
agua potable. 
 
 
Con todo, esas cantidades mínimas deben ser fijadas por la 
Empresa de Servicios Públicos, en consideración a la cantidad de 
personas que habiten en el domicilio y con sujeción a criterios 
aceptables desde el punto de vista de su capacidad para garantizar 
los derechos a la vida, la salud y la dignidad de los niños que 
habiten en ella.
La Corte, en cambio, encuentra que sí fue violado el derecho 
fundamental al suministro de agua potable, a la vida y a la salud de 
los niños que habitan en la casa de la tutelante, razón por la cual 
en casos similares al presente le corresponde a las empresas de 
servicios públicos domiciliarios garantizar una protección real y 
efectiva de los mismos, mediante la celebración de acuerdos de 
pago con plazos amplios y cuotas flexibles que les permitan, a los 
usuarios de escasos recursos y pertenecientes a estratos bajos de 
la población, la satisfacción de las obligaciones causadas por el 
consumo de agua potable, todo ello en procura de la consecución 
de un desarrollo pleno y armónico de los menores. 
 Sólo para efectos de ilustrar cómo pueden ser 
adoptadas esas medidas mínimas de agua potable, conviene 
señalar lo manifestado en el Informe del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre el alcance y el 
contenido de las obligaciones pertinentes en materia de derechos 
humanos relacionadas con el acceso equitativo al agua potable y el 
saneamiento que imponen los instrumentos internacionales de 
derechos humanos (...)” 
 
 
Pero, si aún de 
éste modo, el usuario de servicios públicos incumple con sus 
obligaciones legítimamente contraídas, en el número consecutivo 
de veces que fije la ley, y ello se debe a una imposibilidad probada 
e imprevista de cumplir con ellas, no puede cortarse totalmente el 
suministro de agua potable cuando en el domicilio viven niños, 
pues en ese caso lo procedente sería suspender la forma de 
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prestar el servicio público de modo que se les garanticen 
cantidades mínimas básicas e indispensables de agua potable, 
para vivir sana y dignamente. 
 
 
De lo anterior, es claro que la decisión citada no constituye una 
prohibición general a las empresas que prestan el servicio de 
acueducto frente a las suspensiones del servicio cuando se 
presentan las causales legales que la justifican, sino que por el 
contrario la que se cita es una circunstancia excepcional en la que 
la medida de corte debe morigerarse, para permitir el acceso a un 
mínimo vital de agua por parte de los usuarios del servicio público 
de Acueducto que se encuentren en las circunstancias anotadas 
por la Corte, sin que lo anterior conlleve a la exoneración del pago 
de la cantidad mínima de agua que se llegue a suministrar. 
Dicho evento, se presenta cuando existe un incumplimiento 
involuntario o el mismo obedece a una fuerza insuperable, 
encontrándose además que en el domicilio respectivo habiten 
personas que merecen una especial protección constitucional 
y cuando el servicio sea de aquellos indispensables para 
garantizar otros derechos fundamentales como la vida, la 
igualdad, la dignidad o la salud; en este único evento, la 
empresa no podrá cortar totalmente el suministro, sino que 
deberá cambiar la forma en que se presenta el mismo, ofreciendo 
al destinatario final unas cantidades mínimas básicas e 
indispensables. 
 
 
Ahora bien, respecto a (i) la forma como se debe cambiar la 
modalidad del suministro al usuario, y (ii) la determinación de las 
cantidades mínimas básicas e indispensables de agua a 
suministrar, la misma sentencia señaló que dichos aspectos 
deberán ser fijados por la Empresas de Servicios Públicos, “en 
consideración a la cantidad de personas que habiten en el 
domicilio y con sujeción a criterios aceptables desde el punto 
de vista de su capacidad para garantizar los derechos a la 
vida, la salud y la dignidad de los niños que habiten en ella.” 
 
 
De igual forma, es necesario precisar que esta Superintendencia es 
(sic) el organismo que ejerce la inspección, vigilancia y control de la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios y no el ente 
regulador, puesto que corresponde a la misma Corte Constitucional 
establecer los alcances de dicho fallo más allá de lo que ha 
expresado la sentencia citada. 
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Por tanto, esta entidad no puede entrar a determinar cómo opera o 
cual es el término de duración del cambio de suministro a un 
usuario garantizando las cantidades básicas e indispensables ni 
tampoco puede entrar a determinar que debe entenderse como 
cantidades mínimas de suministro, razón por la cual, frente a estos 
aspectos, carecemos de competencia.” 
 
 
En este orden de ideas, tal como lo señala la Corte Constitucional, 
antes de suspender el servicio, le corresponde a las ESP garantizar 
que los sujetos especialmente protegidos cuenten con el suministro 
del servicio, para lo cual puede acudir a mecanismos como los 
acuerdos de pago, los cuales una vez suscritos se sustraen del 
régimen de los servicios públicos domiciliarios, al constituirse en 
nuevos títulos regidos por la autonomía de la voluntad de las 
partes. 
 
Ahora bien, a título informativo el indicamos que el Decreto No. 064 
de 2012(2) expedido por el Alcalde Mayor de Bogotá, fijó el mínimo 
vital de agua potable, previas las siguientes consideraciones:  
 
 
“Que el Acuerdo 347 de 23 de diciembre de 2008, “ Por el cual se 
establecen los lineamientos de la política pública de agua en 
Bogotá D.C.” estableció que la Administración Distrital buscará 
garantizar una cantidad mínima de agua que permita a las 
personas llevar una vida en condiciones dignas conforme a lo 
establecido en la Constitución Política y la Ley; …  
 
 
Que conforme a lo previsto en el mencionado Acuerdo 347 de 
2008, la Administración Distrital desarrollará instrumentos de 
gestión social y ambiental que permitan a los habitantes en 
condiciones de fragilidad y a las familias con necesidades básicas 
insatisfechas acceder a una cantidad mínima vital de agua potable, 
lo cual obedece a las garantías de los Derechos Constitucionales 
por parte de la Administración Distrital y, en consecuencia, se 
constituye como un programa de inversión social, cumpliendo de 
esta manera con los cometidos del Estado Social de Derecho.  
 
 
Con base en lo anterior el Alcalde Mayor de Bogotá D.C. estableció 
lo siguiente en el artículo 1° del mencionado Decreto:  
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“Artículo 1° Modificase el artículo 4° del Decreto 485 de 2011, 
que quedará así, “Artículo 4 Mínimo Vital de Agua Potable 
Fijase en seis (6) metros cúbicos mensuales a la cantidad de agua 
potable que deberán suministrar las Prestadoras del Servicio de 
Acueducto, como mínimo vital, para asegurar a las personas de los 
estratos socio – económicos uno y dos, de uso residencial y mixto, 
una vida digna que permita satisfacer sus necesidades básicas. 
Esta cantidad le será suministrada sin costo alguno a cada 
suscriptor de acueducto de esos estratos localizados en Bogotá 
D.C. y el valor económico que para las prestadoras del servicio le 
represente dicho suministro, será reconocido por la Administración 
Pública.”  
 
 
Por otra parte, no es clara su inquietud en cuanto a la imposibilidad 
de suspender el servicio a usuarios menores de edad con el 
“...propósito de recaudo de cartera”, puesto que tal como se indicó 
anteriormente, la suspensión el servicio es ante todo una obligación 
de la empresa dados los presupuestos normativos.  
Es así, que el cobro de cartera es el procedimiento que adelantan 
las ESP con el fin de hacer efectivos los valores que por concepto 
de prestación del servicio se encuentran en las facturas de 
servicios públicos como título ejecutivo, adeudadas por los usuarios 
de los servicios públicos, cuyo término de prescripción es de 5 
años.  
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10. CONCLUSIONES 
 
 
Una vez analizada,  la legislación vigente, la línea jurisprudencial de la Corte 
Constitucional y la posición de las empresas prestadoras del servicio público 
domiciliario de agua potable, se evidencia que en Colombia existe 
prohibición legal para suministrar agua potable gratuita  sin importar la 
persona a quien va dirigida y  
las empresas prestadoras dan aplicación estricta a la legislación vigente,  
quienes  además, tienen la carga de la sostenibilidad financiera y 
recuperación de los costos de inversión,  para cumplir con la cobertura del 
servicio a toda la comunidad y garantizar el acceso universal, también se 
observa que el factor económico incentiva al sector privado a realizar 
inversión en esta actividad. 
 
 
Como regla general las razones que esgrimen cada una de las empresas, 
como impedimentos para garantizar el suministro de agua potable de 
manera gratuita a las personas especialmente protegidas por la 
Constitución,  se basan en la prohibición establecida en la Ley 142 de 1994, 
especialmente en los artículos 128 y 130 que prevén que la prestación de los 
servicios públicos a cambio de un precio en dinero y el deber de las 
empresas de servicios públicos domiciliarios de suspender el servicio 
cuando el usuario incumple su obligación de pagar oportunamente los 
periodos facturados dentro del término previsto en el contrato de condiciones 
uniformes. 
 
 
Con los pronunciamientos de la Corte Constitucional, de los últimos años,  
se ha logrado que se garantice el suministro de agua potable, a los sujetos 
de especial protección constitucional,   aunque  presenten mora en el pago 
de la facturación, para que disfruten una vida digna y en condiciones de  
salubridad pública, puesto que al no suministrar agua potable por falta de 
pago, se pondría en peligro la vida de estos sujetos  y es precisamente la 
vida el principal derecho fundamental que protege la Constitución. 
 
 
Estos pronunciamientos de la Corte Constitucional, cada día tienen  mayor 
acogida por la situación de pobreza extrema que viven algunas personas, 
madres cabeza de hogar y  padres de familia desempleados y en muchas 
oportunidades desplazados,  sin devengar dinero suficiente para el sustento 
de sus hijos menores de edad y muchos menos para sufragar el valor de los 
servicios públicos.   
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Desde nuestro punto de vista, la Corte está haciendo prevalecer los 
postulados del Estado Social de Derecho, por la responsabilidad que se 
tiene de satisfacer  necesidades vitales de la población, entre ellas  el 
suministro  del servicio público de  agua potable,  a favor de  las personas 
que se encuentren en desigualdad económica y que lo demuestre ante la 
empresa prestadora,    quien estará en la obligación de modificar la forma de 
suministrar el servicio, garantizándole el mínimo vital, celebrando acuerdos 
de pago con amplios plazos según la capacidad del sujeto y no a las 
políticas de la empresa; quien  bajo ninguna circunstancia, incluyendo el 
incumplimiento de nuevos periodos de facturación, podrá suspender 
completamente el suministro de agua potable;  de esta manera se 
materializa la excepción a la onerosidad del servicio de agua potable en 
Colombia. 
 
 
Es de resaltar que una vez entre a regir el nuevo  Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), el 
cual en el artículo 102 reglamenta la extensión de la jurisprudencia del 
consejo de estado y los precedentes de la Corte Constitucional que 
interpreten las normas constitucionales aplicables a la resolución de los 
asuntos de su competencia,  las empresas ya no podrán escudarse en el 
impedimento legal para suministrar el servicio de agua potable a las 
personas especialmente protegidas por la Constitución. 
 
 
Consideramos que para una mayor efectividad en el suministro del mínimo 
vital de agua potable a los sujetos de especial protección, que la Corte 
Constitucional ha establecido en 50 litros diarios por persona y no por 
inmueble, los cuales equivalen a 1.5 metros cúbicos al mes,  para lo cual   se 
debe reformar la legislación Colombiana en materia de servicios públicos 
domiciliarios, destinando los recursos desde el nivel nacional, para que las 
entidades territoriales,  puedan garantizar el servicio sin afectar la 
sostenibilidad financiera de las prestadoras.  
 
 
Igualmente, creemos que para una mayor efectividad en el suministro de 
agua potable a la población vulnerable se debe contar con la voluntad de la 
Administración Municipal, lo cual permite llegar con este beneficio a los 
estratos más bajos de la población, como ejemplo tenemos el Decreto 
Municipal N° 064 del 15 de febrero de 2012,de la Alcaldía de Bogotá D.C. 
“Por el cual se modifica parcialmente el Decreto 485 de 2011, se reconoce el 
derecho al consumo mínimo vital de agua potable a los Estratos 1 y 2 de uso 
residencial y mixto y se toman otras determinaciones”, en su artículo 1º 
estableció lo siguiente: 
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“Artículo 1º:- Modifíquese el artículo 4º del Decreto 485 de 2011, que 
quedará así: “Artículo 4º: Mínimo Vital de Agua Potable. Fíjese en seis (6) 
metros cúbicos mensuales la cantidad de agua potable que deberán 
suministrar las Prestadoras del Servicio de Acueducto, como  mínimo vital, 
para asegurar a las personas de los estratos socio-económicos uno y dos, 
de uso residencial y mixto, una vida  digna que permita satisfacer sus 
necesidades básicas. Esta  cantidad le será suministrada sin costo alguno a 
cada suscriptor del servicio de acueducto de  esos estratos, localizado en 
Bogotá, D.C., y el valor económico que para las prestadoras del  servicio 
represente dicho suministro, será reconocido por la Administración Distrital.” 
 
 
A nuestro modo de ver, este es un mecanismo efectivo de garantizar el 
suministro de  agua potable a las personas especialmente protegidas por la 
Constitución. 
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11. TALENTO HUMANO, RECURSOS TÉCNICOS Y FINANCIEROS 
 
 
Talento Humano (Investigadores) 
 
 
• Luz Emilce Aragón Melchor  
• Alba Dolores Córdoba Herrera 
 
 
Recursos Técnicos 
 
 
• Computador de escritorio HP Compaq L1710. 
• Computador portátil Dell   
• Memoria USB Kingston de 4GB. 
• Video-beam. 
 
 
Recursos informáticos 
 
 
• Wikipedia. 
• Google. 
 
 
Recursos financieros 
 
 
Tenemos un recurso financiero estimado en Cuatrocientos Ochenta  Mil 
Pesos M/cte. ($480.000), los cuales incluyen envío de los oficios a la 
Empresas de Servicios Públicos,  pago de revisión de normas APA, pago de 
impresión del documento y empastada del mismo. 
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ANEXOS 
 
 
Cartas de las siguientes empresas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios:  
 
 
• Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. E.S.P. - Aguas y 
Aguas de Pereira 
 
• Acueducto y Alcantarillado de Bogotá – Acueducto de Bogotá 
 
• Centro Aguas de Tuluá – Valle del Cauca  
 
• Empresas Públicas de Medellín E.S.P. – EPM 
 
• Empresas Municipales de Cartago  S.A. E.S.P. – Emcartago 
 
• Empresa Multipropósito de Calarcá S.A. E.S.P. 
 
• Empresas Públicas de Armenia E.S.P.- EPA 
 
• Acuaviva S.A. E.S.P.  de Palmira 
 
• Decreto Municipal Nº 064 del 15 de febrero de 2012, de la Alcaldía de 
Bogotá, D.C. 
 
 
 
